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IV. POLÍTICAS COMERCIALES, POR SECTORES

1) Sectores Agropecuario y Pesquero
i) Características generales

1. Entre 1998 y 2004, el sector agropecuario aportó, en promedio, el 8,7 por ciento al PIB.
  El aporte medio de la pesca al PIB fue del 1,4 por ciento durante el mismo período.  La principal actividad agrícola en términos de generación de valor agregado es la producción de banano, café y cacao, seguida por la producción de otros cultivos, flores y los cereales (cuadro IV.1).  El sector pecuario representa una quinta parte aproximadamente del valor agregado total agropecuario, y la silvicultura un 11,5 por ciento.

Cuadro IV.1

Valor agregado en los sectores agropecuario y pesquero, 1998-04

(Millones de $EE.UU. de 2000 y porcentajes)

	Actividad
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002a
	2003a
	2004b
	Promedio

	Agricultura, ganadería, caza y silvicultura
	1.244
	1.405
	1.466
	1.471
	1.581
	1.595
	1.600
	1.480

	Cultivo de banano, café y cacao
	26,6
	31,5
	30,2
	27,5
	29,8
	29,7
	29,1
	29,2

	Cultivo de cereales
	10,7
	9,2
	9,3
	10,2
	9,9
	9,3
	9,3
	9,7

	Cultivo de flores
	12,5
	12,9
	15,1
	15,6
	15,0
	14,2
	14,0
	14,2

	Otros cultivos
	15,5
	14,8
	14,4
	15,4
	14,8
	15,7
	15,8
	15,2

	Cría de animales
	22,9
	20,5
	19,0
	19,6
	19,2
	19,9
	20,4
	20,2

	Silvicultura y extracción de madera
	11,8
	11,1
	12,0
	11,8
	11,3
	11,3
	11,5
	11,5

	Pesca
	310
	289
	227
	233
	247
	260
	268
	262

	Cría de camarón
	50,7
	43,6
	29,7
	30,5
	31,3
	27,7
	30,5
	34,8

	Pesca
	49,3
	56,4
	70,3
	69,5
	68,7
	72,3
	69,5
	65,2


a
Cifras provisionales.

b
Previsión.
Fuente:
Secretaría de la OMC, en base a datos del Banco Central del Ecuador.

2. Existe una estrecha relación entre el tipo de explotación agropecuaria y el producto de cultivo predominante.  Por ejemplo, los principales productos producidos por las explotaciones de subsistencia son el maíz duro seco, maíz suave (choclo), zanahoria amarilla, trigo y naranja.  En cambio, el palmito, brócoli, papaya y el mango son producidos mayoritariamente por explotaciones "empresariales" o "tecnificadas".

3. A fines del 2004, la producción agropecuaria se había recuperado considerablemente de los efectos del fenómeno climatológico "El Niño", que en 1998 causó caídas de entre el 30 y el 60 por ciento en la producción de banano, café y cacao.  Desde entonces, el desempeño del sector agropecuario ha superado el de la economía en su conjunto.  Los sectores que han mostrado los ritmos más rápidos de crecimiento son el banano, café y cacao, y las flores.  En cambio, la tasa de crecimiento del sector pesquero ha mostrado una tendencia negativa, en gran parte debido a la aparición de enfermedades que causaron una fuerte contracción de la producción de camarón en 2000.

4. Las exportaciones de productos agropecuarios y pesqueros ascendieron a 2.798 millones de dólares de los EE.UU. en 2003 y las importaciones a unos 700 millones de dólares de los EE.UU.  Entre los principales productos de exportación en 2003 figuran el banano, flores y capullos frescos, langostino y camarón congelados y las preparaciones y conservas de pescado.  También son importantes las exportaciones de cacao en grano y los jugos de frutas y vegetales.  Entre las principales importaciones agropecuarias en 2003 figuran la torta de soja, preparaciones para la elaboración de bebidas, trigo, maíz y el aceite de soja.
ii) Sector agropecuario

a) Marco legal y objetivos de política
5. El objetivo fundamental de la política agropecuaria es "reorientar el sector ... hacia un modelo de desarrollo sostenible que conlleve a garantizar la competitividad, soberanía y seguridad alimentaria con identidad nacional".
  Las políticas agropecuarias están encaminadas al "fomento, desarrollo y protección" del sector agrario a través de medidas tales como la capacitación y preparación de los campesinos y empresarios agrícolas, la implementación de un seguro de crédito, la organización de un sistema nacional de comercialización, el derecho a la propiedad de la tierra y a su libre transferencia, la reducción de los riesgos de la actividad agraria, el estímulo a la inversión, la protección de los agricultores de ciclo corto que producen para el consumo interno, la importación en franquicia arancelaria de insumos agrícolas y la promoción de la investigación científica y tecnológica.
  A principios del decenio de 1990, se suprimieron una serie de competencias gubernamentales para intervenir en los mercados agropecuarios a través de la comercialización y la fijación de precios.

6. La entidad responsable de formular la política del sector agropecuario es el Ministerio de Agricultura y Ganadería.
  Varios organismos ejecutan dicha política en sus respectivas áreas de competencia.  Por ejemplo, el Consejo Nacional de Recursos Hídricos adjudica los derechos para el aprovechamiento del agua;  el Instituto Nacional de Desarrollo Agrario tiene la facultad de legalizar y expropiar tierras en el marco de la Ley de Desarrollo Agrario;  y el Servicio Ecuatoriano de Sanidad Agropecuaria maneja los servicios de sanidad animal y vegetal (capítulo III 1) xi)).  También se formulan políticas y normas relativas al sector agropecuario en el marco de la Comunidad Andina.

7. Las principales leyes que rigen las actividades agropecuarias son la Ley de Desarrollo Agrario, de alcance general, y varias otras que rigen actividades específicas, incluyendo la Ley de Aguas
, la Ley para Estimular y Controlar la Producción y Comercialización del Banano
, la Ley Especial del Sector Cafetalero
, la Ley para la Formulación, Fabricación, Importación, Comercialización y Empleo de Plaguicidas y Productos Afines de Uso Agrícola
, la Ley de Sanidad Vegetal
 y la Ley de Sanidad Animal.
  También forman parte del marco jurídico del sector la normativa de la Comunidad Andina relativa al sector agropecuario, incluyendo la Decisión 515 que establece el marco jurídico de la Comunidad Andina para la adopción de medidas sanitarias y fitosanitarias aplicadas al comercio regional y con terceros países.

b) Medidas en la frontera

8. Los sectores agropecuario y pesquero gozan de un nivel de protección arancelaria claramente superior al promedio general (capítulo III 1) iv)).

9. Las importaciones de varios productos agrícolas están sujetas al sistema andino de franjas de precios, adoptado mediante la Decisión 371 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena.
  El objetivo de este sistema es "estabilizar el costo de importación de un grupo especial de productos agropecuarios caracterizados por una marcada inestabilidad de sus precios internacionales, o por graves distorsiones de los mismos".
  En 2004, 155 fracciones arancelarias de diez dígitos del SA estaban sujetas al sistema andino de franjas de precios, correspondientes a las siguientes secciones del SA (se indica entre paréntesis el número de fracciones arancelarias de diez dígitos sujetas al sistema andino de franjas de precios):  animales vivos y sus productos (48), productos del reino vegetal (31), grasas y aceites (36), alimentos preparados (35) y productos químicos (5).  La lista de productos sujetos al sistema andino de franjas de precios sólo puede ser modificada por decisión de la Comisión de la Comunidad Andina.

10. En el marco del sistema andino de franjas de precios, los derechos arancelarios se determinan en función de la posición del precio de cada producto observado en un mercado internacional de referencia respecto de la "franja", compuesta de los precios "piso" y "techo" fijados a partir de precios históricos.  Los mercados de referencia están definidos en el Anexo 1 de la Decisión 371 de la Comunidad Andina.  En caso que el precio en el mercado internacional de referencia se sitúe por debajo del precio piso, se aplica el tipo del arancel externo común más un recargo.  Si el precio de referencia en el mercado internacional está por encima del precio techo, se aplica una rebaja al arancel externo común.  Finalmente, si el precio de referencia se encuentra entre los precios techo y piso, se aplica el arancel externo común.

11. Cada 15 días, la Secretaría General de la Comunidad Andina determina 13 precios de referencia, uno para cada uno de los productos "marcadores", es decir, arroz, cebada, maíz amarillo, maíz blanco, soja, trigo, aceite crudo de soja, aceite crudo de palma, azúcar crudo, azúcar blanco, leche, carne de cerdo y trozos de pollo.  Los precios de referencia provienen de los precios medios observados en la última quincena en un mercado internacional de referencia para cada producto marcador, convertidos a precios c.i.f.  Los precios piso de la franja resultan del promedio de los precios observados en los distintos mercados de referencia durante los últimos 60 meses (convertidos a precios c.i.f. y a dólares constantes usando el índice de precios al consumidor urbano de los Estados Unidos), ajustados según un porcentaje de la desviación típica durante el período.  Los precios techo se obtienen sumando una desviación típica al precio piso.  Los precios piso y techo permanecen en vigor por un año.  Las fórmulas de cálculo de los derechos arancelarios y todos los aspectos operativos están definidos en la Decisión 371 de la Comunidad Andina.

12. Los productos que no son marcadores pero que están sujetos al sistema andino de franjas de precios se denominan productos "vinculados".  Los productos vinculados son sustitutos de los productos marcadores o son versiones procesadas de los mismos.  Los aranceles que se aplican a los productos vinculados se determinan en función del arancel que se aplica al producto marcador correspondiente y la diferencia entre el tipo del arancel externo común que se aplican a los productos marcadores y vinculados.

13. El valor empleado a los efectos de la determinación de los derechos arancelarios aplicados a los productos marcadores es el precio de referencia c.i.f. determinado por la Secretaría General de la Comunidad Andina.
  El derecho arancelario aplicado a las importaciones que arriban al Ecuador entre el 1º y 15 de cada mes se calcula con base en el promedio del precio observado en el mercado de referencia la primera quincena del mes anterior.  La Secretaría General de la Comunidad Andina publica, mediante resolución, dicho precio al término de la quincena correspondiente.  El derecho arancelario que se aplica a las importaciones que arriban al Ecuador a partir del 16 de cada mes se calcula con base en el precio de referencia de la segunda quincena del mes anterior.

14. En virtud de la Decisión 430 de la Comisión de la Comunidad Andina
, los tipos arancelarios que resultan de la aplicación del sistema andino de franjas de precios no pueden ser superiores a los tipos consolidados en el marco de la OMC.  Por otro lado, el tipo arancelario mínimo que puede aplicarse a un producto sujeto al sistema andino de franjas de precios es cero, aún si el cálculo del derecho arancelario de conformidad con las fórmulas contenidas en la Decisión 371 arrojase un resultado negativo, por ejemplo en el caso de un aumento importante del precio de referencia.

15. El Ecuador cuenta con el derecho a administrar contingentes arancelarios en el marco del compromiso de oportunidades de acceso mínimo contenido en el Acuerdo de la OMC sobre la Agricultura con respecto a los productos contenidos en la sección I-B de la Lista CXXXIII.
  Ha presentado a la OMC varias notificaciones relativas a sus contingentes arancelarios para el período 1996-00.

16. El derecho a administrar contingentes arancelarios se extiende a 17 líneas de cuatro, seis u ocho dígitos a tipos consolidados finales de entre el 19 por ciento y el 45 por ciento para las importaciones dentro del contingente y de entre el 36 por ciento y el 85,5 por ciento para las de fuera del contingente.  Los productos afectados son los pavos, trozos de gallina, trigo, cebada, maíz, sorgo, malta, almidón, torta de soja, torta de colza, leche en polvo y glucosa.  Las cuantías finales de los contingentes han estado en vigor desde 2001 y representan un aumento medio de alrededor del 20 por ciento con respecto a la cuantía del contingente inicial (cuadro IV.2). Todos los productos para los cuales se pueden administrar contingentes arancelarios están sujetos al sistema andino de franjas de precios.

Cuadro IV.2
Productos sujetos a contingentes arancelarios

	
	Contingente (toneladas)
	Arancel consolidado (%)

	Designación de los productos (partida arancelariaa)
	Inicial
	Final
	Dentro del contingente
	Fuera del contingenteb

	Pavos enteros, frescos o refrigerados (02072200)
	200
	250b
	25
	45

	Trozos y despojos congelados de gallo y gallina (02074100)
	2.000
	2.500b
	30b
	85,5

	Leche en polvo de las partidas 04021000, 04022100 y 04022900
	900
	1.250c
	45
	72

	Glucosa (17023090)
	1.500
	1.500
	35
	45

	Glucosa con fructosa (17024010)
	200
	200
	35
	45

	Jarabe de glucosa (17024020)
	100
	100
	35
	45

	Maíz duro – los demás (10059000)
	16.000
	19.678b
	25
	45

	Cuadro IV.2 (continuación)

	Sorgo de grano – los demás (10070090)
	10.000
	12.3000b
	25
	45

	Almidón de maíz (11081200)
	114
	137b
	30
	40

	Torta de soja (23040000)
	17.000
	17.000
	25
	38,7

	Torta de colza o nabina (23064000)
	6.000
	6.000
	25
	38,7

	Trigo (todas las partidas excepto para consumo animal) (10010000)
	390.000
	480.000b
	19
	36

	Cebada las demás excepto para siembra (10030090) y malta sin tostar (11071000)
	13.000
	16.000b
	25d
	36

	Almidón de trigo (11081100)
	100
	120b
	25
	36


a
La designación de las partidas sigue el SA 92, la clasificación usada en las listas de concesiones del Ecuador.

b
A partir de 2001.
c
A partir de 2000.
d
Para la malta sin tostar se aplica un arancel dentro del contingente del 20 por ciento para las primeras 1.000 t;  para las cantidades 
restantes dentro del contingente se aplica un arancel del 25 por ciento.

Fuente:
Secretaría de la OMC, a base de datos contenidos en los documentos OMC G/AG/N/ECU/9, 20 de diciembre de 2000, G/AG/N/ECU/13, 11 de enero de 2001 y WT/L/77/Add.1, 20 de julio de 1995.

17. Desde su adhesión a la OMC en 1996, el Ecuador administra contingentes arancelarios para los productos contenidos en su lista de concesiones.  La función de administrar estos contingentes recae en un Comité de Contingentes Arancelarios integrado por oficiales del Ministerio de Agricultura y Ganadería, del Ministerio de Comercio Exterior, Industrialización, Pesca y Competitividad (MICIP) y del Ministerio de Economía y Finanzas.
  

18. De conformidad con el Acuerdo Interministerial N° 100, los contingentes arancelarios se manejan de la siguiente manera:  si el tipo arancelario aplicado a un producto en el marco del sistema andino de franjas de precios se encuentra por debajo del tipo consolidado "dentro del contingente", las importaciones quedan sujetas al tipo arancelario determinado en el marco del sistema andino de franjas de precios, sin que se aplique ningún límite cuantitativo.  En el contexto del presente Examen, las autoridades indicaron que en estos casos han notificado a la OMC que el volumen de las importaciones "dentro del contingente" es igual a cero.  Por otro lado, las autoridades también indicaron que, si el tipo arancelario aplicado a un producto en el marco del sistema andino de franjas de precio se encuentra por encima del tipo consolidado "dentro del contingente", el contingente arancelario respectivo entra en vigor, aplicándose el tipo consolidado "dentro del contingente" al volumen de las importaciones establecido en la lista de concesiones del Ecuador.  El volumen de las importaciones por encima del contingente está sujeto al tipo arancelario aplicado al producto en cuestión en el marco del sistema andino de franjas de precios, pero no puede exceder el tipo consolidado "fuera del contingente" establecido en la lista de concesiones del Ecuador ante la OMC.

19. La legislación no define los criterios que deben usarse en la asignación de los contingentes.  Las autoridades indicaron que, por lo general, los contingentes se asignan a los importadores en función de su consumo histórico, de conformidad con un acuerdo interministerial basado en una recomendación del Comité de Contingentes Arancelarios.  El Acuerdo Interministerial N° 100 establece que las importaciones "dentro del contingente" deben realizarse durante una época determinada del año, llamada "período contingencial".
  Según las autoridades, la aplicación del principio del período contingencial permite evitar que las importaciones se lleven a cabo al mismo tiempo que la cosecha nacional.

20. Los contingentes arancelarios pueden aplicarse conjuntamente con un requisito de "absorción" de la producción nacional.  En tales casos, únicamente los importadores que han comprado una parte de la producción nacional reciben una autorización de importación del producto sujeto al contingente arancelario.  

21. Los mecanismos y condiciones para la absorción de la producción nacional están establecidos en el Acuerdo Interministerial N° 067 del 10 de marzo de 1978.  Al parecer, los requisitos de absorción de la producción nacional pueden aplicarse a cualquier producto "sensible", y no solamente a los productos para los cuales se administran contingentes arancelarios en el marco de la OMC.  En diciembre de 2004, el Ministerio de Agricultura y Ganadería emitió un acuerdo mediante el cual las importaciones de maíz, soja y torta de soja quedaron sujetas al requisito de absorción de la producción nacional.
  Parece ser que las importaciones de arroz también están sujetas a requisitos de absorción de la producción nacional.

22. Los requisitos de absorción se administran a través de la Corporación Bolsa Nacional de Productos Agropecuarios, entidad privada sin fines de lucro cuyo objetivo es "normar y promover la comercialización de productos ... agropecuarios".
  En el marco de los requisitos de absorción de la producción de maíz, soja y torta de soja, los importadores deben registrarse ante la Corporación Bolsa Nacional de Productos Agropecuarios.  A tal efecto deben presentar una copia de la factura en la que consten los volúmenes y precio de la producción nacional adquirida.  La Corporación emite un certificado de registro con el cual el importador puede dirigirse al Ministerio de Agricultura y Ganadería, que autoriza las importaciones "en la cantidad y tiempo que estime conveniente".
  El Acuerdo N° 254 del Ministerio de Agricultura y Ganadería también designa a la Corporación Bolsa Nacional de Productos Agropecuarios como el ente encargado del registro de las importaciones y exportaciones de arroz y sus subproductos, y de las compras por parte de las industrias locales "tanto de los productos y subproductos, materia de ayudas internacionales, así como las operaciones que entrañan absorción de compras locales".
  

23. Unas 750 fracciones arancelarias de diez dígitos correspondientes a productos agropecuarios (animales y sus productos, productos del reino vegetal, grasas y aceites animales o vegetales y productos alimenticios) están sujetas a licencias de importación, de conformidad con la Resolución 183 del COMEXI (capítulo III 1) vii)).  Las importaciones de estos productos deben obtener además un permiso o registro sanitario.

24. Los agricultores pueden importar insumos, semillas, animales, plantas, maquinaria y equipo con franquicia de derechos arancelarios y demás derechos que resultan de la importación.

c) Otras medidas
25. En una serie de notificaciones relativas a los compromisos en materia de subvenciones a la exportación de productos agrícolas, el Ecuador indicó que no concedió ninguna subvención durante el período 1996-00.
  También indicó que durante el período 1996-00, mantuvo "invariable su política de no proporcionar ayuda interna".

26. No existen estimaciones recientes del monto de las transferencias que resultan de las políticas agropecuarias.  En un estudio realizado en 2000, la Secretaría de la Comunidad Andina estimó que la media anual del equivalente de subsidio al productor entre 1995 y 1998 ascendió a unos 312 millones de dólares de los EE.UU., cerca del 30 por ciento del valor de la producción para un grupo de productos agropecuarios (algodón, arroz, azúcar, cacao, café, leche, maíz amarillo, maíz blanco, palma africana, sorgo, soja y trigo).
  Estas transferencias se realizaron a través de exoneraciones tributarias, medidas de apoyo a los precios y el gasto público.  El principal producto beneficiado fue la leche, seguido muy de lejos por el azúcar y el arroz.  Otro estudio de 1996 reveló la existencia de importantes transferencias del sector agropecuario, principalmente los productos de exportación, al resto de la economía durante el período 1986-93.

27. Los resultados del censo nacional agropecuario muestran que de las 850.000 unidades dedicadas total o parcialmente a la producción agropecuaria, sólo el 7,3 por ciento obtuvo crédito entre octubre de 1999 y septiembre de 2000.
  La principal fuente de financiamiento fueron los "prestamistas", que otorgaron una cuarta parte de todos los créditos agropecuarios, seguidos de las cooperativas y el Banco Nacional de Fomento (BNF), con alrededor del 16 por ciento del total cada uno.  Las demás fuentes de financiamiento fueron (se indica entre paréntesis la proporción del crédito total correspondiente a cada entidad):  familiares (9,5 por ciento), bancos privados (9,1 por ciento), empresas procesadoras o proveedoras de insumos (6,6 por ciento), intermediarios (6,5 por ciento), fundaciones u organizaciones no gubernamentales (5,9 por ciento) y otras.  Entre enero de 2000 y mayo de 2004, el BNF otorgó créditos por un monto medio de 48,3 millones de dólares de los EE.UU. anuales para actividades relacionadas con los cultivos agrícolas, pastos y ganado y maquinaria agrícola.

28. La Ley Reformatoria a la Ley para Estimular y Controlar la Producción y Comercialización del Banano faculta al Ministerio de Agricultura y Ganadería y al MICIP para que fijen los precios mínimos de venta del banano a los exportadores.  De conformidad con esta ley, el Ministerio de Agricultura y Ganadería debe organizar negociaciones entre los exportadores y productores cada tres meses.  En caso que estas negociaciones no resulten en un precio consensuado, los Ministros de Agricultura y Ganadería y del MICIP deben establecer los precios "sobre la base del costo promedio de producción nacional".
  Según la ley, la necesidad de fijar un precio mínimo para el banano responde a que "la venta depende de un grupo reducido de empresas exportadoras".
  El valor declarado del banano exportado no puede ser inferior al precio mínimo fijado.  También se definen precios mínimos referenciales para el cacao, café, camarón y productos pesqueros.  Los valores declarados al exportar estos productos tampoco pueden ser inferiores a los precios mínimos referenciales fijados.
29. El Instituto Nacional Autónomo de Investigaciones Agropecuarias (INIAP), entidad pública autónoma, lleva a cabo investigaciones orientadas a incrementar la competitividad del sector agropecuario.  El INIAP también ofrece varios servicios técnicos al sector agropecuario, incluyendo la venta y procesamiento de semilla, análisis de suelos, análisis sanitarios y fitosanitarios, pruebas de eficiencia de productos agroquímicos, cursos de capacitación en tecnología agropecuaria y análisis de nutrientes en alimentos concentrados y pastos.

30. El Programa de Modernización de los Servicios Agropecuarios (PROMSA) del Ministerio de Agricultura y Ganadería busca incrementar la productividad del sector agropecuario a través de la investigación y la transferencia de tecnología.  Dos terceras partes del financiamiento del PROMSA provienen de organismos regionales y multilaterales.  Entre los componentes del PROMSA figuran un fondo para financiar las investigaciones realizadas por institutos nacionales, ya sea de manera independiente o en colaboración con institutos de investigación extranjeros y la creación de un mercado de servicios de extensión agrícola.

iii) Sector pesquero

31. La ley principal que rige la actividad pesquera es la Ley de Pesca y Desarrollo Pesquero.
  La formulación de la política pesquera es facultad del Consejo Nacional de Desarrollo Pesquero, entidad integrada por:  el Subsecretario de Recursos Pesqueros, los Ministros de Relaciones Exteriores y Agricultura y Ganadería, el Secretario General de Planificación del Consejo Nacional de Desarrollo, el Director General de la Marina Mercante y un representante de la actividad pesquera privada.  La política pesquera del Ecuador busca un manejo sustentable de los recursos pesqueros y sus ecosistemas.

32. En principio, la Ley de Pesca y Desarrollo Pesquero permite la participación de la inversión extranjera en los sectores acuícola y pesquero, incluyendo las fases de procesamiento y comercialización de productos pesqueros.
  Sin embargo, sólo se autoriza la inversión extranjera en nuevas actividades de pesca cuando la inversión contemple el procesamiento del producto de la pesca en plantas industriales ubicadas en el Ecuador.
  La pesca artesanal está reservada a los pescadores nacionales.
  La ley define la pesca artesanal como aquella "realizada por pescadores independientes u organizados en cooperativas o asociaciones, que hacen de la pesca su medio habitual de vida o la destinan a su consumo doméstico, utilizando artes manuales menores y pequeñas embarcaciones".  Está autorizado el ingreso de buques pesqueros de bandera extranjera, pero no el de barcos camaroneros, langosteros o buques factoría.

33. El Instituto Nacional de Pesca, entidad creada en 1960, lleva a cabo investigaciones encaminadas a diversificar la producción pesquera, estimular su desarrollo y lograr el uso racional de los recursos pesqueros.  También es el organismo encargado de emitir los certificados sanitarios para las exportaciones de productos pesqueros y de la acuicultura.

2) Minería, Excluyendo los Hidrocarburos

34. El sector minero (incluyendo la explotación de minas y canteras y la fabricación de productos minerales no metálicos, metales comunes y productos elaborados) representó alrededor del 1,2 por ciento del PIB en 2003.  La contribución del sector se ha mantenido relativamente constante en términos reales desde 1999.  En 2003, la producción de oro ascendió a 4,8 toneladas;  la de caliza a 4.688 toneladas;  y la de materiales de construcción a 3,3 millones de metros cúbicos.  El Ecuador también produjo caolín, feldespato, mármol, arcilla, sílice, piedra pómez, zeolita, yeso, puzolana y baritina.  Recientemente se ha comenzado a explotar el gas carbónico.

35. La formulación de la política minera recae en la Subsecretaría de Minas del Ministerio de Energía y Minas.  La Dirección Nacional de Minería del Ministerio de Energía y Minas es la entidad responsable de administrar los derechos mineros, incluyendo el mantenimiento del catastro minero nacional.  El sector se rige por la Ley de Minería
 y varios reglamentos.
  El ámbito de aplicación de estas disposiciones no abarca los hidrocarburos ni los minerales radiactivos.

36. El artículo 247 de la Constitución estipula que los recursos minerales son propiedad inalienable e imprescriptible del Estado.  Sin embargo, el Estado puede autorizar la ejecución de actividades mineras a entidades privadas, nacionales o extranjeras.
  La Ley de Minería garantiza el principio de trato nacional para los inversionistas extranjeros.
  Para poder realizar actividades mineras, las empresas extranjeras deben estar domiciliadas en el Ecuador.

37. Con el fin de promover la actividad minera, en 2000 se adoptaron varias reformas a la Ley de Minería.  Las concesiones mineras se otorgan a través de un título minero único que garantiza la posibilidad de prospectar, explorar, explotar, beneficiar, fundir, refinar y comercializar todas las sustancias minerales que puedan obtenerse en el área de concesión.  El plazo de duración de las concesiones mineras es de hasta 30 años, prorrogable por períodos iguales.  Las disposiciones de la Ley de Minería que restringían el otorgamiento de concesiones a inversionistas privados en "zonas mineras especiales", "áreas de reserva minera" y "zonas restringidas" fueron derogados.  A principios de 2005, estaban en vigor cerca de 2.600 concesiones mineras.

38. La Ley de Minería no contempla el pago de regalías.  Los concesionarios están sujetos al pago anual de las patentes de conservación y producción.  El monto de la patente de conservación se calcula en función de la superficie del área concesionada y el tiempo que se mantiene la concesión, conforme a una escala establecida en la Ley de Minería.  La patente de producción equivale a 16 dólares de los EE.UU. por hectárea dedicada a la producción comercial.  Durante 2004, los recursos financieros derivados del cobro de patentes de conservación y producción, derechos de trámite administrativo y otros servicios por el Estado ascendieron a alrededor de 1,5 millones de dólares de los EE.UU.  La Ley de Minería define las deducciones a las que tienen derecho los agentes del sector minero para efectos del pago del impuesto sobre la renta.

39. Las personas que se dediquen a comercializar o exportar sustancias minerales metálicas o exportar sustancias minerales no metálicas y no cuenten con una concesión minera deben obtener una licencia en las direcciones regionales de minería.

40. Según el Plan Nacional de Minería elaborado por el Ministerio de Energía y Minas, uno de los problemas que caracterizan el marco legal del sector minero son los "conflictos de competencia derivados de la diversidad de normas que pretenden regular la actividad minera" y "casos de discrecionalidad en la aplicación de la norma ... minera por la falta de aplicación de las normas que regulan los procedimientos administrativos en general".
  Para atender este problema, el Plan Nacional de Minería prevé el fortalecimiento institucional de las entidades de control minero, actividades de difusión de la normativa relacionada al sector minero y programas de capacitación dirigidos a los funcionarios involucrados en la administración minera nacional y regional.
3) Hidrocarburos

i) Características generales
41. La economía del Ecuador es altamente dependiente de la producción de petróleo.  En 2003, el petróleo crudo y sus derivados representaron alrededor del 10 por ciento del PIB, el 43 por ciento de las exportaciones y poco menos de una cuarta parte del ingreso fiscal del Estado.
42. Las reservas remanentes de hidrocarburos se estiman en unos 4.838 millones de barriles y figuran entre las cuatro mayores de América Latina.  Entre 1994 y 2003, la producción anual de petróleo crudo pasó de unos 138 millones de barriles a 154 millones de barriles.  Durante ese mismo período, la producción de PETROECUADOR cayó de 117 millones de barriles a 70,5 millones de barriles, y su participación en la producción total se redujo del 90 por ciento a poco menos del 50 por ciento.  Mientras tanto, la producción de las empresas privadas entre 1994 y 2003 aumentó en poco más del 300 por ciento.  Entre 1998 y 2003, el Ecuador exportó, en promedio, alrededor del 60 por ciento de su producción de petróleo crudo (cuadro IV.3).  La producción media de productos refinados se situó en alrededor de 50 millones de barriles y estuvo por encima de la demanda nacional cada año excepto en 2003.

Cuadro IV.3
Indicadores petroleros, 1998-03

(Millones de barriles)
	 
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003

	Crudo
	
	
	
	
	
	

	Producción
	137
	136
	146
	147
	143
	154

	
PETROECUADOR (porcentaje del total)
	73
	65
	58
	56
	56
	49

	
Compañías privadas (porcentaje del total)
	27
	35
	42
	44
	44
	51

	Exportaciones
	85
	84
	87
	89
	84
	92

	Productos refinados
	
	
	
	
	
	

	Producción
	52
	46
	55
	53
	52
	50

	Importaciones
	15
	13
	9
	13
	15
	17

	Demanda nacional
	49
	44
	47
	50
	53
	53

	Exportaciones
	13
	14
	16
	14
	13
	12


Fuente:
Dirección Nacional de Hidrocarburos, 2004.

43. Las autoridades han señalado que una de las razones que explican la caída de la producción de PETROECUADOR es la entrega a empresas privadas de varios campos para su operación.  Además, con la promulgación de la Ley de Presupuestos del Sector Público
, se dejaron de asignar a la empresa fondos provenientes del Fondo para el Presupuesto de Inversiones Petroleras.  Esta decisión ha mermado la capacidad de PETROECUADOR para invertir en nuevos proyectos. 

44. Las reservas probadas de gas natural, equivalentes a 135.000 millones de pies cúbicos, son relativamente pequeñas y no han sido desarrolladas, excepto en el marco de proyectos de generación de electricidad.

45. Desde noviembre de 2003, las empresas privadas también participan en el transporte de crudo a través del oleoducto de crudos pesados (conocido como OCP), operado por OCP Ecuador, S.A., una compañía constituida por varias empresas extranjeras.  Previamente, las compañías privadas usaban el oleoducto conocido como SOTE, que pertenece a PETROECUADOR.  El OCP permite a las empresas privadas transportar crudo más pesado sin necesidad de diluirlo, como sucedía cuando usaban el SOTE.  La capacidad de transporte del OCP es de 450.000 barriles al día;  la del SOTE asciende a 390.000 barriles al día.

46. El Estado, a través de PETROECUADOR, es propietario de las tres refinerías del Ecuador (Esmeraldas, Amazonas y La Libertad), cuya capacidad combinada asciende a 176.000 barriles al día.  PETROECUADOR también cuenta con una planta de gas con capacidad para procesar 25 millones de pies cúbicos al día de gas rico y 150 galones por minuto de líquidos y recuperar 505 toneladas al día de gas licuado de petróleo.

47. Aunque no existen restricciones legales a la participación de empresas privadas en las áreas de refinación y comercialización de hidrocarburos, el nivel de participación de la inversión privada en estas áreas parece ser limitado.
  

48. Entre 1998 y 2002, el precio medio de la gasolina de 92 octanos fue de 0,28 dólares de los EE.UU. por litro.
  Un estudio realizado a finales de 2002 muestra que los precios de la gasolina, el diésel y el fuel oil no divergían significativamente de su costo de oportunidad en el mercado internacional.
  En cambio, el precio del gas licuado de petróleo al mayoreo era sólo una fracción de su costo de oportunidad en el mercado internacional.  Según el mismo estudio, el efecto neto de la política de precios e impuestos sobre los combustibles representó un subsidio anual de alrededor de 300 millones de dólares de los EE.UU.

ii) Marco institucional y jurídico
49. El Ministerio de Energía y Minas, a través de su Subsecretaría de Hidrocarburos, es la entidad encargada de formular la política de hidrocarburos, expedida por el Presidente de la República mediante el Decreto Ejecutivo N° 2176 del 13 de octubre de 2004, excepto en relación con los aspectos concernientes a la seguridad nacional, que son competencia del Ministerio de Defensa Nacional.  La Dirección Nacional de Hidrocarburos del Ministerio de Energía y Minas es responsable de velar por el cumplimiento de las normas relacionadas con el sector.
50. El Ministerio de Energía y Minas ha planteado las siguientes metas en el subsector hidrocarburífero:  incrementar la producción petrolera e incorporar nuevas reservas hidrocarburíferas;  abastecer de combustibles de producción nacional al mercado ecuatoriano y disminuir la importación de gas licuado de petróleo (GLP);  lograr la modernización estructural del sector;  incrementar los ingresos fiscales provenientes del sector;  e incrementar la participación de la industria nacional en las actividades del sector.
51. Las principales disposiciones legales relativas al sector de los hidrocarburos son la Ley de Hidrocarburos
 y sus reglamentos y la Ley Especial de la Empresa Estatal Petróleos del Ecuador (PETROECUADOR) y sus Empresas Filiales y su reglamento.

52. La Constitución Política y la Ley de Hidrocarburos establecen que los yacimientos de hidrocarburos "pertenecen al patrimonio inalienable e imprescriptible del Estado".
  El Estado realiza actividades de exploración y explotación de los yacimientos de hidrocarburos directamente a través de PETROECUADOR, que a su vez puede realizar dichas actividades por sí misma o celebrando contratos con empresas nacionales o extranjeras.
  Para celebrar un contrato con el Estado, las empresas extranjeras deben estar domiciliadas en el Ecuador.
  A principios de 2005, el Estado tenía suscritos 21 contratos con empresas privadas.  PETROECUADOR también puede realizar actividades de exploración y explotación constituyendo "compañías de economía mixta" con empresas nacionales o extranjeras "de reconocida competencia legalmente establecidas en el país".
  

53. La duración del período de exploración es de cuatro años, prorrogables hasta dos años más.  El período de explotación tiene una duración de 20 años (25 años para los contratos relativos al gas natural) y es prorrogable por PETROECUADOR, siempre que convenga a los intereses del Estado.  

54. El Estado percibe diferentes pagos por concepto de la exploración y explotación de los yacimientos de hidrocarburos.  En los contratos que contemplan el pago de regalías, la regalía mínima es del 12,5 por ciento sobre la producción bruta de petróleo crudo.  Para el gas la regalía mínima es del 16 por ciento.

55. Las entidades que celebren contratos con el Estado deben contar, como mínimo, con las siguientes proporciones de empleados de nacionalidad ecuatoriana:  95 por ciento de obreros, 90 por ciento de empleados administrativos y 75 por ciento de personal técnico.
  En el plazo de dos años, el 95 por ciento del personal administrativo debe ser ecuatoriano.

56. Las actividades de transporte, refinación, almacenamiento y comercialización de hidrocarburos pueden ser realizadas por PETROECUADOR o por empresas nacionales o extranjeras.  PETROECUADOR puede realizar dichas actividades directamente o celebrando contratos de asociación, de consorcio de operación o constituyendo compañías de economía mixta.  Cuando sean empresas privadas (nacionales o extranjeras) las que lleven a cabo dichas actividades, no es necesario celebrar contratos con el Estado, pero se requiere la autorización previa del Presidente de la República, excepto para la construcción de ductos principales para el transporte de hidrocarburos, que requieren la celebración de un contrato con el Estado.

57. Para realizar actividades de comercialización de productos derivados del petróleo, las empresas privadas deben contar además con la autorización de la Dirección Nacional de Hidrocarburos del Ministerio de Energía y Minas.  Esta autorización se emite de manera automática a las entidades que cumplen con los requisitos establecidos en el Reglamento para la Autorización de Actividades de Comercialización de Combustibles Líquidos Derivados de los Hidrocarburos
 y el Reglamento para la Autorización de Actividades de Comercialización de Gas Licuado de Petróleo.
  Los requisitos se aplican por igual a nacionales y extranjeros.  Es necesario que las personas naturales o jurídicas que realicen la comercialización de derivados de hidrocarburos suscriban contratos de comercialización con PETROECUADOR.

58. Los precios de venta al consumidor final de los productos derivados del petróleo están regulados por el Presidente de la República.

59. Para importar o exportar combustibles líquidos derivados de los hidrocarburos, las comercializadoras autorizadas deben solicitar al Ministro de Energía y Minas la autorización de importación o exportación del combustible, y disponer de la infraestructura propia o de terceros necesaria para almacenar dichos combustibles.
  La Dirección Nacional de Hidrocarburos determina los volúmenes de combustibles que pueden importar o exportar las comercializadoras, "en base a sus inversiones y a su participación en el mercado nacional".

60. Las empresas privadas tienen determinados beneficios, como la exención de derechos arancelarios y demás impuestos que gravan las importaciones de los bienes necesarios para la exploración y explotación de hidrocarburos, siempre y cuando dichos bienes no se produzcan en el país.
  Estas exenciones se otorgan durante el período de exploración y durante los primeros diez años del período de explotación.  De igual beneficio gozan la industria de los hidrocarburos, petroquímica y conexas durante el período de construcción y hasta cinco años después de comenzar sus operaciones.

61. Las exportaciones de petróleo están exentas del pago del IVA.  Sin embargo, el Congreso Nacional, mediante la Ley Interpretativa N° 2004-41, señaló que "... el reintegro del Impuesto al Valor Agregado IVA [en las adquisiciones locales o importaciones de bienes empleados en la fabricación de bienes que se exporten] no es aplicable a la actividad petrolera en lo referente a la extracción, transporte y comercialización de petróleo crudo, puesto que el petróleo no se fabrica, sino que se ... extrae de los respectivos yacimientos".
  Varios reclamos de compañías petroleras con respecto al pago del IVA están siendo conocidos por el Tribunal de lo Fiscal, la Corte Suprema de Justicia del Ecuador y los tribunales arbitrales internacionales.  Otras empresas están solucionando este tema a través de la Procuraduría General del Estado y el Servicio de Rentas Internas.
4) Manufacturas
62. Entre 1998 y 2003, la contribución media del sector manufacturero al PIB ascendió al 13,6 por ciento (excluyendo la refinación de petróleo).  Durante el mismo período, las principales actividades manufactureras en términos de valor agregado fueron la fabricación de productos textiles y prendas de vestir, elaboración y conservación de camarón, producción de madera y fabricación de productos de madera y elaboración y conservación de pescado (cuadro IV.4).

Cuadro IV.4
Valor agregado en manufacturas, 1998-03

(Millones de $EE.UU. de 2000 y porcentajes)
	 
	1998
	1999
	2000
	2001a
	2002a
	2003a

	Industrias manufactureras, excluyendo la refinación de petróleo
	2.458
	2.329
	2.170
	2.233
	2.248
	2.318

	Producción, procesamiento y conservación de carne
	7,3
	7,7
	8,6
	8,4
	8,7
	8,9

	Elaboración y conservación de camarón
	23,7
	20,5
	9,8
	10,1
	10,5
	10,2

	Elaboración y conservación de pescado
	6,0
	7,2
	7,8
	7,8
	8,1
	7,7

	Elaboración de aceites y grasas de origen vegetal y animal
	1,8
	2,1
	2,3
	2,3
	2,6
	3,1

	Elaboración de productos lácteos
	3,2
	3,6
	4,0
	4,2
	4,3
	4,7

	Elaboración de productos de molinería y panadería
	2,9
	2,9
	3,4
	3,6
	3,7
	3,7

	Elaboración de azúcar
	2,5
	3,4
	4,1
	4,2
	4,1
	4,0

	Elaboración de cacao, chocolate y productos de confitería
	0,9
	1,0
	1,4
	1,4
	1,5
	1,5

	Elaboración de otros productos alimenticios
	2,8
	3,4
	3,4
	3,4
	3,5
	3,5

	Elaboración de bebidas
	3,4
	3.3
	3,8
	3,8
	3,9
	4,0

	Elaboración de productos de tabaco
	0,3
	0,4
	0,4
	0,4
	0,4
	0,4

	Fabricación de productos textiles, prendas de vestir
	16,5
	16,4
	18,8
	18,3
	18,3
	18,3

	Producción de madera y fabricación de productos de madera
	8,5
	9,3
	10,5
	10,0
	9,4
	8,7

	Fabricación de papel y productos de papel
	3,9
	3,8
	4,4
	4,3
	4,1
	4.1

	Fabricación de sustancias y productos químicos
	4,9
	4,5
	5,1
	5,1
	4,7
	4,9

	Fabricación de productos de caucho y plástico
	2,6
	2,4
	2,7
	2,9
	2,7
	2,5

	Fabricación de otros productos minerales no metálicos
	4,3
	4,3
	5,2
	5,3
	5,1
	5,2

	Fabricación de metales comunes y de productos elaborados
	1,4
	1,0
	1,2
	1,2
	1,2
	1,4

	Fabricación de maquinaria y equipo
	1,9
	1,9
	2,0
	2,1
	2,0
	2,0

	Fabricación de equipo de transporte
	1,1
	0,5
	0,7
	0,9
	0,9
	0,8

	Industrias manufactureras n.c.p.
	0,2
	0,2
	0,3
	0,3
	0,3
	0,3


a
Cifras preliminares.

Fuente:
Banco Central del Ecuador.
63. El desempeño del sector ha sido modesto, en gran parte debido al impacto negativo de la crisis de 1998-99.  El valor agregado del sector se contrajo en un 5,2 por ciento en 1999 y en un 6,8 por ciento en 2000 en términos reales.  Durante 1997-04, el sector registró una tasa media de crecimiento real del 0,4 por ciento por año, frente a una tasa del 2,3 por ciento para la economía en general.  En 2004, el sector manufacturero empleó a unas 229.000 personas, un 11 por ciento menos que en 1998.

64. Un estudio del MICIP y la ONUDI muestra que en 2000, el Ecuador ocupó el penúltimo puesto entre diez países latinoamericanos en materia de productividad.
  Un estudio del Banco Central del Ecuador reveló que, en 1997, las ramas del sector manufacturero que gozaban de la productividad más alta eran:  extracción y producción de madera;  elaboración de productos de madera;  producción, procesamiento y conservación de carne y productos cárnicos;  elaboración y conservación de pescado y productos de pescado;  y otros productos alimenticios.

65. El valor medio de las importaciones manufactureras (según la CIIU) ascendió a unos 4.670 millones de dólares de los EE.UU. durante 1998-03.  Esto representa cerca del 95 por ciento de las importaciones medias totales durante este período.  Los principales productos importados fueron los vehículos automotores, la maquinaria y equipo no eléctrico y el equipo de radio, televisión y comunicaciones.

66. El valor medio de las exportaciones manufactureras entre 1998 y 2003, según la definición de la CIIU, ascendió a 1.670 millones de dólares de los EE.UU., poco más de una tercera parte de las exportaciones medias totales durante el mismo período.  Las exportaciones manufactureras están dominadas por los productos de pescado, que representaron alrededor del 46 por ciento de las exportaciones manufactureras entre 1998 y 2003.  Las exportaciones de frutas y legumbres enlatadas y vehículos automotores también son importantes, aunque en promedio, ninguna de estas industrias representó más del 6 por ciento del total de las exportaciones manufactureras.

67. El uso de medidas de política comercial como instrumentos de política industrial es limitado.  La media del arancel NMF para el sector manufacturero (según la CIIU) asciende al 11,5 por ciento, nivel prácticamente igual a la media general del 11,4 por ciento (cuadro III.1).
68. Un estudio del Ministerio de Economía y Finanzas muestra que la aplicación del arancel externo común de la Comunidad Andina resulta en variaciones significativas en los niveles de protección efectiva otorgado a distintas ramas de la actividad manufacturera.
  Por ejemplo, mientras los sectores relativos a la fabricación de equipo de transporte, elaboración de productos de molinería y panadería y producción, procesamiento y conservación de carne y productos cárnicos gozan de niveles de protección efectiva de entre el 72 por ciento y el 104 por ciento, el nivel de protección efectiva en los sectores relativos a la fabricación de sustancias químicas y de productos de la refinación de petróleo se sitúa por debajo del 10 por ciento.  Además, la mayor parte de las ramas de la actividad manufacturera gozan de niveles de protección efectiva netamente superiores a los del sector agropecuario.  A la luz de estos resultados, y de la correlación negativa que existe entre la protección efectiva arancelaria y el valor agregado como proporción de la producción en las distintas ramas de la actividad económica, el estudio plantea la posibilidad que la aplicación del arancel externo común haya generado "problemas en la asignación de recursos en la economía" y por ende, haya impedido la generación de mayores niveles de valor agregado en el Ecuador.

69. El sector manufacturero se puede beneficiar de concesiones en materia de derechos arancelarios y demás impuestos, incluso a través de los regímenes de maquila y zonas francas (capítulo III 1) iv) y 2 iv)).  Por otro lado, los programas de financiación oficiales parecen ser limitados (capítulo III 2) vi) y 3) v)).  No existen programas estatales de seguros o garantías de las exportaciones.  El Ecuador ha aplicado medidas de salvaguardia a las importaciones de cerámica plana, tableros de fibra de madera de densidad media y fósforos y medidas antidumping a los importaciones de cemento y sorbitol (capítulo III 1) viii) y ix)).

70. El sector automotor se ha beneficiado del Convenio de Complementación en el Sector Automotor, suscrito entre el Ecuador, Colombia y Venezuela en 1993 y posteriormente reformado en 1999.  El Convenio reformado, que entró en vigor en enero de 2000 por un período prorrogable de 10 años, establece un arancel común entre los signatarios del 35 por ciento para las importaciones de unidades ligeras con una capacidad máxima de 16 pasajeros y aquéllas con una capacidad máxima de carga de 4,5 toneladas (categoría 1).  En el caso de las unidades pesadas que rebasan estos límites (categoría 2), el Convenio establece un arancel del 10 por ciento para el Ecuador y del 15 por ciento para Colombia y Venezuela.  Los vehículos producidos en cualquiera de los países signatarios que cumplen con los requisitos específicos de origen establecidos por la Secretaría General de la Comunidad Andina tienen libre acceso al mercado de los demás signatarios.  El Convenio prohíbe la importación de vehículos automotores y partes usados.  Entre 1999 y 2003, la producción media de vehículos del Ecuador ascendió a 21.916 unidades por año, de las cuales una cuarta parte ha sido exportada.  Durante el mismo período, las importaciones medias de vehículos ascendieron a 26.643 unidades por año.

71. Un estudio del MICIP y la ONUDI concluye que si bien las exportaciones de automóviles hacia Colombia y Venezuela han aumentado significativamente desde 1990, pasando a representar el 2,1 por ciento de las exportaciones totales en 2001, la contribución del sector automotor al PIB y al empleo fue relativamente modesta, situándose en el 0,11 por ciento y el 2,2 por ciento, respectivamente.
  El mismo estudio señala que el Convenio de Complementación en el Sector Automotor brinda ventajas a la industria de partes y componentes automotores del Ecuador, en forma de preferencias arancelarias otorgadas por los signatarios y normas de origen que obligan a las ensambladoras a incorporar un porcentaje mínimo de materiales originarios de cualquiera de los signatarios para poder exportar en el marco del Convenio.  Sin embargo, el estudio concluye que la industria de partes automotores del Ecuador no ha logrado explotar estas ventajas.  Asimismo señala que el déficit comercial que registra el Ecuador en lo que respecta a partes y componentes de vehículos se debe principalmente a que la industria es poco competitiva en relación con las industrias de Colombia y Venezuela.

72. A mediados de 2001 se creó el Consejo Nacional de Competitividad (CNC) como entidad encargada de asesorar al Presidente de la República "en los temas relacionados con el mejoramiento de la competitividad permanente del país".
  El CNC está compuesto por 19 miembros, incluyendo el Presidente de la República, varios ministros, la CORPEI, líderes de los sectores productivos y académicos y representantes de las municipalidades y los trabajadores.  El CNC preparó la Agenda Nacional de Competitividad, que identifica varias áreas de acción prioritarias para mejorar la competitividad, entre las que se encuentran el capital humano, infraestructura, financiamiento, tecnología y seguridad jurídica.  En este contexto, el CNC ha impulsado iniciativas como la simplificación de trámites, el diseño de políticas para la reducción de costos de los fletes aéreos, la eliminación de los aranceles a la importación de hardware y software y ha promovido la promulgación de varias leyes, incluyendo la Ley de Comercio Electrónico.

5) Electricidad

73. El Ecuador dispone de 3.765 MW de capacidad instalada.  En 2003, la generación bruta ascendió a 12.666 GWh, de los cuales un 58 por ciento provino de centrales hidroeléctricas y el resto de centrales térmicas y de las importaciones.  En 2003, el Ecuador importó 1.120 GWh de Colombia.  Alrededor del 36 por ciento de la electricidad generada provino de la central hidroeléctrica Hidropaute.  Actualmente están en construcción dos centrales hidroeléctricas (San Francisco y Mazar), cuya capacidad instalada combinada será de 424 MW.  También está en curso la construcción y ampliación de varias centrales térmicas.

74. El Ejecutivo, a través de la Comisión Interinstitucional del Sector Eléctrico y la Subsecretaría de Electrificación del Ministerio de Energía y Minas, formula y coordina la política del sector eléctrico.  La Comisión Interinstitucional es un organismo asesor del Presidente de la República cuyos miembros incluyen al Consejo Nacional de Electricidad (CONELEC), al Banco Central, al Ministerio de Economía y Finanzas, al Ministerio de Energía y Minas, al Fondo de Solidaridad, a la compañía transmisora de la energía eléctrica y al Centro Nacional de Control de Energía (véase infra).  La entidad encargada del desarrollo y ejecución de la política del sector es el CONELEC.

75. Los objetivos de la política nacional del sector que fija la Ley de Régimen del Sector Eléctrico son, entre otros:  proporcionar un servicio eléctrico confiable que garantice el desarrollo económico y social;  promover la competitividad de los mercados de producción de electricidad y las inversiones del sector privado para asegurar el suministro a largo plazo;  proteger los derechos de los consumidores y garantizar la aplicación de tarifas preferenciales para los sectores de escasos recursos económicos;  regular la operación técnica y económica del sistema, y garantizar el libre acceso de los actores del servicio a las instalaciones de transmisión y distribución;  regular la transmisión y distribución de electricidad, asegurando que las tarifas aplicadas sean justas tanto para el inversionista como para el consumidor.

76. Con la promulgación de la Ley de Régimen del Sector Eléctrico en octubre de 1996, se inició un importante proceso de modernización del marco jurídico del sector eléctrico.  Están en vigor 15 reglamentos y 26 regulaciones.
77. El eje principal de la reforma estructural que se inició con la adopción de la Ley de Régimen del Sector Eléctrico es la separación de la industria en tres segmentos:  generación, transmisión y distribución.  Hasta marzo de 1999, las actividades de generación, transmisión y distribución estuvieron concentradas en el Instituto Ecuatoriano de Electrificación (INECEL), que además era el responsable de regular el sector.  A partir de esa fecha dejó de funcionar el INECEL y en su lugar se crearon seis compañías de generación y una de transmisión, cuyas acciones se transfirieron al Fondo de Solidaridad.  El Fondo de Solidaridad es una entidad estatal autónoma creada en 1995 para canalizar los recursos resultantes de las privatizaciones hacia programas de desarrollo.  La participación accionaria del INECEL en las compañías de distribución también fue transferida al Fondo de Solidaridad.
78. La Ley de Régimen del Sector Eléctrico estipula que la transferencia de acciones en compañías del sector eléctrico de propiedad del Fondo de Solidaridad se lleve a cabo mediante procedimientos públicos competitivos.  El Fondo de Solidaridad debe poner a disposición del sector privado un porcentaje no mayor al 51 por ciento de las acciones con derecho a voto o suscripción de acciones con derecho a voto en el capital de dichas compañías.

79. La Ley de Régimen del Sector Eléctrico solamente permite la participación del sector privado en el sector eléctrico a través de concesiones o permisos otorgados por el Estado.  La construcción y operación de nuevos proyectos de generación contemplados en el Plan Maestro de Electrificación aprobado por el CONELEC requiere una concesión o un permiso.  Las concesiones se otorgan a través de procesos públicos en los que pueden participar inversionistas nacionales o extranjeros.
  Los plazos de las concesiones se determinan "de acuerdo con el tiempo que los modelos matemáticos determinen, en función de los intereses del Estado, de los inversionistas y de los usuarios".
  Los permisos se requieren para la construcción y operación de centrales de generación de 50 MW o menos y no pueden ser negados excepto en el caso de incumplimiento de las leyes sobre protección del medio ambiente o incompatibilidad con las condiciones técnicas señaladas por el CONELEC para el desarrollo de los recursos energéticos del sector eléctrico.

80. La Ley de Régimen del Sector Eléctrico contempla la existencia de una sola empresa de transmisión eléctrica.

81. De conformidad con el artículo 34 de la Ley de Régimen del Sector Eléctrico, las compañías distribuidoras gozan de concesiones de exclusividad de suministro en sus respectivas áreas geográficas.  Las autoridades indicaron que todo el territorio ha sido concesionado.
82. El marco jurídico del sector contiene varias disposiciones que buscan estimular la competencia.  En particular, la Ley de Régimen del Sector Eléctrico prohíbe la colusión con el objeto de fijar los precios, las prácticas predatorias y la discriminación en el acceso a las instalaciones de transmisión y distribución.  Asimismo, establece que ninguna compañía generadora puede controlar más de una cuarta parte de la potencia instalada.  La empresa Hidropaute está exenta de este requisito, pero su participación no puede ser mayor al 33 por ciento de la potencia instalada.  Las autoridades indicaron que la participación de Hidropaute en la potencia instalada asciende al 29 por ciento.
83. Los precios a los consumidores finales están regulados por el CONELEC.  Estos precios deben reflejar “los costos reales del servicio basados en parámetros internacionales de calidad y eficiencia”.
  En 2003, el precio medio que cobraron las compañías distribuidoras a sus clientes ascendió a 0,0897 dólares de los EE.UU. por kWh.
  Aunque las tarifas eléctricas han ido aumentando en años recientes, las autoridades indicaron que, "por motivos socioeconómicos", el precio de la electricidad aún no se sitúa al nivel requerido para una recuperación total de los costos.  Las autoridades también señalaron que para atender el problema del déficit tarifario y asegurar que las empresas distribuidoras recuperen su equilibrio financiero, el Presidente de la República ha emitido decretos mediante los cuales el Estado asume dicho déficit.  Al parecer, desde noviembre de 2001 las tarifas efectivas cobradas al sector industrial (alrededor de 0,0799 dólares de los EE.UU. por kWh en 2003) corresponden al precio medio real de la energía.

84. La Ley de Régimen del Sector Eléctrico establece un subsidio de los usuarios “residenciales de mayor consumo” a los usuarios “de bajo consumo” en cada zona geográfica.

85. Los precios que pagan los “grandes consumidores” en el marco de contratos por un plazo mínimo de un año no están regulados.  Sólo pueden pertenecer a la categoría de los grandes consumidores las empresas que satisfacen ciertos requisitos técnicos y de consumo.  En particular, la demanda media mensual debe superar los 650 kW durante los seis meses previos a la presentación de la solicitud y el consumo anual los 4.500 MWh.  La participación de los grandes consumidores pasó del 4,3 por ciento del total de electricidad consumida en 2002 al 7,2 por ciento en 2004.  Existe un mercado eléctrico mayorista donde se celebran los contratos a plazo entre generadores, grandes consumidores y distribuidores.
  En este mercado también se pueden realizar transacciones ocasionales.  La administración del mercado eléctrico mayorista está en manos del Centro Nacional de Control de Energía (CENACE), entidad privada sin fines de lucro formada por las empresas de generación, transmisión, distribución y los grandes consumidores.
86. Las disposiciones relativas a la importación y exportación de energía eléctrica están contenidas en la Decisión 536 de la Comunidad Andina, que prohíbe la imposición de aranceles u otras restricciones a las importaciones o exportaciones de electricidad entre miembros de la Comunidad Andina.
  Las importaciones y exportaciones de electricidad deben realizarse a través del mercado eléctrico mayorista.  La exportación requiere una autorización del CENACE.  Únicamente puede exportarse el excedente generado por encima de la demanda nacional.
  El Ecuador y Colombia cuentan con una interconexión eléctrica de una capacidad total efectiva de transferencia de 250 MW.  Está prevista la duplicación de esta capacidad a partir de 2007.  Asimismo, en diciembre de 2004 se terminó la construcción de una interconexión con una capacidad de 100 MW entre el Ecuador y el Perú.  Las importaciones de plantas de generación con capacidad superior a 100 kW requieren una licencia (capítulo III 1) vii)).
87. No obstante la modernización del marco jurídico y las reformas estructurales implementadas, el Estado continúa dominando el sector eléctrico.  A través del Fondo de Solidaridad, el Estado es el único accionario de la empresa de transmisión y de cinco compañías generadoras, que representan poco más de tres cuartas partes del total de la energía generada bruta.  Asimismo, el Fondo de Solidaridad cuenta con participación accionaria en 19 de las 20 compañías de distribución.  Existen cinco compañías privadas, todas ellas dedicadas a la generación.  Su potencia instalada efectiva total asciende a 475 MW (alrededor del 13 por ciento del total).
88. El aumento de la inversión privada en el sector es una cuestión apremiante.  El Plan Nacional de Electrificación estima que durante el período 2004-13 las necesidades de inversión de la industria ascenderán a casi 3.000 millones de dólares de los EE.UU.  Dadas las limitaciones fiscales que enfrenta el Estado, el grueso de este monto deberá provenir de la inversión privada nacional y extranjera.  Sin embargo, los intentos en años pasados por trasladar al sector privado el 51 por ciento de las acciones del Estado en las empresas eléctricas distribuidoras no se concretizaron, en parte debido a la fuerte oposición de varios sectores de la sociedad.  Recientemente, los problemas por los que ha atravesado el mercado eléctrico mayorista, ocasionados en gran medida por el bajo nivel de pago de las compañías distribuidoras a las generadoras, crean un entorno poco propicio para atraer la inversión en nuevas actividades de generación.

89. En 2003, las pérdidas totales de las empresas distribuidoras ascendieron al 23,5 por ciento de la electricidad disponible a nivel de distribución.
  Con el objeto de mejorar la gestión de las compañías de distribución, se inició un proceso para la contratación temporal de un administrador independiente de 13 compañías de distribución que actualmente cuentan con la participación accionaria mayoritaria del Fondo de Solidaridad.  Sin embargo, el proceso se declaró desierto en febrero de 2004, después de que la única compañía precalificada para presentar una oferta decidió retirarse del proceso.  A principios de 2005, estaban en estudio varias modalidades para volver a poner en marcha el proceso para la contratación de un administrador temporal.
6) Servicios

i) Características generales
90. En 2004, el sector de los servicios, excluyendo los de la administración pública, enseñanza y los servicios sociales y de salud, representó un poco menos de la mitad del PIB.  Entre 1999 y 2003, el Ecuador registró un déficit medio en el comercio de servicios internacional de unos 570 millones de dólares de los EE.UU.  Las exportaciones medias de servicios durante ese período ascendieron a unos 850 millones de dólares de los EE.UU. y las importaciones a unos 1.420 millones de dólares de los EE.UU.

91. La participación del Estado en el sector de los servicios ha disminuido gradualmente durante el último decenio como resultado de la adopción de reformas al marco jurídico que buscan, entre otros objetivos, atraer la inversión privada, tanto nacional como extranjera.  No obstante, varios sectores de la sociedad han resistido la profundización del proceso de privatización en sectores específicos, incluyendo el de las telecomunicaciones, donde repetidos intentos por privatizar a actores importantes no han tenido el éxito deseado.  Esto limita la medida en que los cambios al marco jurídico e institucional adoptados hasta el momento han permitido superar los problemas que enfrentan varios sectores, incluyendo los bajos niveles de inversión y la persistencia de ineficiencias.

92. El Ecuador ha contraído compromisos específicos en el marco del AGCS respecto de un número de sectores específicos (cuadro AIV.1).

93. En virtud de los compromisos horizontales que ha asumido en el marco del AGCS, el Ecuador adoptó un compromiso en relación con la presencia de personas físicas en los sectores que figuran en su lista de compromisos específicos.  En particular, el Ecuador se comprometió a permitir que hasta el 10 por ciento de los trabajadores ordinarios y el 20 por ciento de los empleados calificados o especialistas, personal administrativo o personas con cargo de responsabilidad de las empresas con más de diez empleados sean de nacionalidad extranjera.

94. La lista final de exenciones del Artículo II (nación más favorecida) comprende los servicios audiovisuales, en particular ciertas medidas contempladas en el Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana y el Acuerdo Latinoamericano de Coproducción Cinematográfica.  El Ecuador suscribió ambos instrumentos con la Argentina, el Brasil, Colombia, Cuba, España, Italia, México, Nicaragua, Panamá, el Perú y la República Dominicana.

95. La liberalización del comercio de servicios es uno de los elementos esenciales del mercado común que los miembros de la Comunidad Andina buscan establecer en 2005.  Desde 1998, el Ecuador y los demás países miembros de la Comunidad Andina cuentan con un marco general de principios y normas para la liberalización del comercio de los servicios en la región andina, contenido en la Decisión 439.
  El proceso de liberalización contemplado por este instrumento está basado en un enfoque de lista negativa, a través del cual los países miembros sólo pueden mantener medidas contrarias a las disposiciones de acceso al mercado y trato nacional de la Decisión 439 si las medidas están incluidas en un inventario.  Los inventarios de medidas que mantiene cada país fueron adoptados en octubre de 2001.

96. En el contexto de la Decisión 439, el inventario del Ecuador contiene alrededor de 70 medidas relativas a los siguientes sectores (se indica entre paréntesis las medidas correspondientes a cada sector como porcentaje del total):  servicios prestados a las empresas (45 por ciento), transporte (20 por ciento), servicios de comunicaciones (15 por ciento) y servicios financieros (13 por ciento).  El resto de las medidas corresponde al turismo, los servicios sociales y los servicios de esparcimiento, culturales y deportivos.  El 60 por ciento de las medidas representan restricciones exclusivamente al principio de trato nacional, el 30 por ciento al acceso a los mercados y el resto a ambos.  La Decisión 439 contempla el levantamiento gradual de las medidas contenidas en el inventario.  El cronograma relativo al levantamiento de estas medidas no ha sido definido.

ii) Telecomunicaciones

a) Características principales

97. El sector de las telecomunicaciones representó alrededor del 3 por ciento del PIB en 2003.  Entre 1998 y 2004, el número de líneas telefónicas principales ascendió a 1,6 millones, poco más del doble que en 1998.  Esto representó 12,5 líneas por cada 100 habitantes (cuadro IV.5).  El número de usuarios de los servicios de telefonía móvil celular registró un aumento espectacular durante el mismo período, situándose en alrededor de 3,5 millones de abonados en 2004.  El rápido aumento del número de usuarios de teléfonos móviles refleja la incapacidad de las compañías de telefonía fija para satisfacer la demanda y los esfuerzos de las compañías de telefonía móvil en 2002 y 2003 para atraer clientes en vísperas de la entrada de un nuevo operador en este sector.

Cuadro IV.5
Indicadores seleccionados de telecomunicaciones, 1997-04
	
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004

	Líneas telefónicas principales por 100 habitantes
	7,5
	8,1
	9,1
	9,7
	10,0
	11,0
	12,2
	12,6

	Abonados de teléfonos celulares por 100 habitantes
	1,1
	2,0
	3,1
	3,8
	6,7
	12,1
	19,0
	27,5

	Costo de conexión de un teléfono residencial ($EE.UU.)
	400,0
	293,8
	135,7
	88,0
	88,0
	60,0
	60,0
	60,0

	Porcentaje de líneas principales digitales
	89,0
	86,8
	8,9
	89,8
	94,4
	95,2
	98,7
	99,2

	Costo de una llamada local de tres minutos ($EE.UU.)
	0,02
	0,01
	0,01
	0,03
	0,03
	0,03
	0,03
	0,03

	Costo de una llamada celular local de tres minutos ($EE.UU)
	1,49
	1,49
	2,20
	1,50
	1,50
	1,50
	1,50
	1,50

	Usuarios de Internet por cada 100 habitantes
	0,1
	0,1
	0,8
	1,4
	2,6
	4,2
	4,4
	5,21


Fuente:
Base de datos de la Superintendencia de Telecomunicaciones.

98. El Ecuador fue uno de los últimos países de América Latina a introducir reformas encaminadas a liberalizar su mercado de telecomunicaciones mediante la desregulación, la introducción de competencia y la liberalización de la inversión extranjera.  Hasta 2001, las compañías Andinatel y Pacifictel, que surgieron de la escisión de la Empresa Estatal de Telecomunicaciones en 1997, gozaron de un "régimen de exclusividad" de los servicios de telefonía fija en sus respectivas áreas geográficas de suministro.  Dicho régimen se enmarcaba en una política que buscaba aumentar el atractivo de las empresas con vistas a su privatización parcial.

99. A principios de 2005, cerca del 94 por ciento de los usuarios de servicios de telefonía fija estaban abonados a Andinatel o Pacifictel.  Aunque desde 2001 Andinatel y Pacifictel no gozan de la exclusividad de suministro en las áreas geográficas en donde han operado tradicionalmente, ninguna de las dos ha incursionado en el mercado de la otra.
100. Las autoridades consideran que es necesario aumentar la eficiencia de Andinatel y Pacifictel.
  A tal efecto, en febrero de 2003 el Ecuador se comprometió con el FMI a trasladar la administración de Andinatel y Pacifictel a una compañía independiente por un plazo de tres años.  Sin embargo, el proceso de adjudicación para la administración temporal de estas empresas fue suspendido a finales de enero de 2004, ya que, según las autoridades, el único participante en la etapa final del proceso no cumplió con varios de los requisitos previstos en las bases de adjudicación.  Según las autoridades, la Unión Internacional de las Telecomunicaciones proporciona asistencia técnica al Fondo de Solidaridad en el marco de la preparación de un nuevo proceso de contratación de una empresa administradora.  Las autoridades indicaron que a principios del 2005 aún no se había fijado la fecha del proceso de contratación.

101. El nivel de participación de la inversión privada en el sector de la telefonía fija ha ido aumentando gradualmente desde 2002, cuando se otorgaron una concesión de telefonía fija y dos concesiones para el suministro de servicios de telefonía local, nacional e internacional a nivel nacional con tecnología inalámbrica.  El concesionario de telefonía fija (Linkotel) ofrece servicios de telefonía local en la ciudad de Guayaquil y sus alrededores.  Los concesionarios de servicios con tecnología inalámbrica (SETEL y ECUTEL) han solicitado una prórroga para iniciar sus operaciones.  Existen otras dos compañías que ofrecen servicios de telefonía fija, Etapa y Etapatelecom.  La primera es una compañía municipal que opera en el cantón de Cuenca.  La segunda es propiedad de Etapa y opera en todo el territorio nacional, excepto en el cantón de Cuenca, desde noviembre de 2004.  Ofrece servicios de telefonía fija local, nacional e internacional.

102. El mercado de la telefonía móvil contó con dos operadores privados (Otecel y Conecel) hasta diciembre de 2003, cuando empezó a operar la compañía Telecsa, propiedad de Andinatel y Pacifictel.  Otecel y Conecel cuentan con participación accionaria extranjera.

103. Los niveles de competencia en el mercado parecen haber aumentado.  Las autoridades indicaron que en los últimos dos años, el costo de las llamadas internacionales cayó en un 45 por ciento.  En 2004, el costo medio de una llamada de larga distancia nacional de un minuto (Quito a Guayaquil) fue de 0,06 dólares de los EE.UU., mientras que el de una llamada de larga distancia internacional (Quito a Miami) fue de 0,27 dólares de los EE.UU.

b) Marco jurídico e institucional

104. Al adherirse a la OMC en 1996, el Ecuador asumió compromisos relativos a los siguientes sectores de las telecomunicaciones:  correo electrónico y vocal, recuperación de información en línea y de bases de datos, intercambio electrónico de datos, servicios de facsímil mejorados (o de valor añadido), conversión de códigos y protocolo y procesamiento de información en línea y teléfonos móviles celulares.  Para todos estos servicios, el Ecuador se comprometió a no someter el consumo en el extranjero, el suministro transfronterizo y la presencia comercial a limitaciones del acceso a los mercados o del trato nacional.
  

105. El Ecuador participó también en las negociaciones sobre las telecomunicaciones posteriores a la Ronda Uruguay.  En el marco de estas negociaciones, reafirmó el compromiso de no someter la presencia comercial y el consumo en el extranjero en el sector de la telefonía móvil celular a limitaciones del acceso a los mercados o del trato nacional.
  El Ecuador no se comprometió a respetar las disposiciones del Documento de Referencia.  La Secretaría de la OMC no tuvo información sobre el instrumento legal a través del cual el Ecuador ratificó el Cuarto Protocolo de la OMC.

106. El entorno jurídico de las telecomunicaciones ha sido objeto de una importante transformación desde mediados del decenio de 1990, cuando se promulgó la Ley Especial de Telecomunicaciones Reformada.
  Desde entonces, se han adoptado un número importante de reglamentos, que incluyen disposiciones relativas a las concesiones de los servicios de telecomunicaciones, interconexión, tarifas por el uso de frecuencias, servicios de telefonía móvil celular, servicios portadores, servicios de valor agregado y régimen de servicio universal.
  También forma parte del marco jurídico del sector la Decisión 462 de la Comunidad Andina.
  La transformación del marco jurídico de las telecomunicaciones ha estado orientada principalmente hacia el aumento de la competencia y la reducción del papel que desempeña el Estado en el sector.

107. La Ley Especial de Telecomunicaciones Reformada establece una estructura institucional compuesta por el Consejo Nacional de Telecomunicaciones (CONATEL), la Secretaría Nacional de Telecomunicaciones y la Superintendencia de Telecomunicaciones.  El CONATEL es la entidad del Estado facultada para formular las políticas y el marco regulatorio del sector, establecer los términos para el otorgamiento de las concesiones, expedir los reglamentos de interconexión y aprobar los techos tarifarios.  La Secretaría Nacional de Telecomunicaciones es el organismo responsable de la ejecución de la política de telecomunicaciones definida por el CONATEL, por ejemplo a través de la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo de las Telecomunicaciones, la suscripción de los contratos de concesión y la aprobación y registro de los acuerdos de interconexión.  Finalmente, la Superintendencia de Telecomunicaciones es responsable del control de los operadores del sector y del espectro radioeléctrico.

108. Uno de los retos principales en el sector de las telecomunicaciones es la reforma del marco institucional, dada la confusión que existe respecto de las funciones y responsabilidades del CONATEL, la Secretaría Nacional de Telecomunicaciones, la Superintendencia de Telecomunicaciones y el Consejo Nacional de Radiodifusión y Televisión.

109. Con arreglo a la Ley Especial de Telecomunicaciones Reformada, la participación privada, nacional o extranjera, en las compañías de telecomunicaciones con participación accionaria del Estado (Andinatel y Pacifictel) no puede superar el 51 por ciento.  La ley no establece ningún límite a la inversión privada, nacional o extranjera, en nuevas compañías de telecomunicaciones.

110. Para prestar cualquier servicio de telecomunicaciones, excepto la reventa, se requiere una concesión o un permiso emitido por la Secretaría Nacional de Telecomunicaciones, previa autorización del CONATEL.
  Los requisitos para obtener una concesión o permiso están definidos en el Reglamento General a la Ley Especial de Telecomunicaciones Reformada y el Reglamento para Otorgar Concesiones de los Servicios de Telecomunicaciones.  Ninguno de ellos establece requisitos diferenciados en función de la nacionalidad del solicitante.

111. Las concesiones se requieren para prestar servicios finales y portadores y para el uso del espectro radioeléctrico.
  El Reglamento General a la Ley Especial de Telecomunicaciones Reformada establece las condiciones mínimas que deben contener los contratos de concesión, incluyendo planes mínimos de expansión.
  Las concesiones deben otorgarse a través de un proceso público competitivo, al menos que el número de interesados sea menor al número de concesiones disponibles.  Los procesos para el otorgamiento de concesiones deben llevarse a cabo "con objetividad y en igualdad de condiciones y oportunidades para todos los participantes".
  Las concesiones se conceden por 15 años, con posibilidad de prórroga, previo proceso de renegociación con cuatro años de anticipación, y son transferibles, de conformidad con la Ley de Compañías.  Todas las concesiones deben inscribirse en el Registro Público de Telecomunicaciones que mantiene la Secretaría Nacional de Telecomunicaciones.  Desde 1996 se han concedido 8 concesiones para servicios de telefonía fija, 3 para servicios de telefonía móvil y 18 para servicios portadores.

112. Los permisos son necesarios para prestar servicios de valor agregado e instalar y operar redes privadas.  Los permisos tienen validez por cinco y diez años, dependiendo del servicio.  Su costo es de 500 dólares de los EE.UU.

113. La legislación permite las actividades de reventa
, pero no las llamadas revertidas y derivadas.

114. Los prestadores de servicios a través de redes públicas están obligados a permitir la interconexión a su red, en cualquier punto donde sea técnica y económicamente factible, a los prestadores de servicios que lo soliciten.
  Los acuerdos de interconexión deben negociarse dentro de 60 días calendario.  Transcurrido este plazo, las partes pueden recurrir a la Secretaría Nacional de Telecomunicaciones para que dirima las cuestiones pendientes dentro de 45 días calendario.  Están prohibidas las prácticas discriminatorias en la aplicación de cargos u otras condiciones de la interconexión.  Los cargos por interconexión deben basarse en costos más rentabilidad.  El prestador que solicita la interconexión no debe pagar por elementos o instalaciones de la red que no requiera para suministrar su servicio.  Los acuerdos de interconexión deben someterse a la aprobación y registro de la Secretaría Nacional de Telecomunicaciones.

115. Existen contradicciones entre diferentes disposiciones legales relativas a la determinación de los precios de los servicios de telecomunicaciones.  Mientras que la Ley Especial de Telecomunicaciones Reformada estipula que "los pliegos tarifarios de cada uno de los servicios de telecomunicaciones serán establecidos por el ente regulador", el Reglamento General a la Ley Especial de Telecomunicaciones Reformada otorga el derecho a los proveedores de establecer libremente los precios que cobran a los consumidores.  Las autoridades indicaron que cada operador establece sus precios libremente.  Están prohibidos los subsidios cruzados entre servicios prestados por una misma operadora.
  Según las autoridades, estos subsidios se están eliminando gradualmente.  El Reglamento General a la Ley Especial de Telecomunicaciones Reformada también prohíbe que se subsidie cualquier servicio de telecomunicaciones.

116. Para proteger y promover la competencia en el sector, el CONATEL está facultado para modificar los precios en caso de prácticas predatorias o acuerdos de precios entre prestadores de servicios.  También puede establecer reglas especiales para prestadores de servicios "dominantes", es decir, el proveedor que cuente con el 30 por ciento o más de los ingresos brutos que resulten de un servicio determinado, o que "en forma efectiva, controle, directa o indirectamente, los precios en un mercado o en un segmento de mercado o en una circunscripción geográfica determinados, o la ... interconexión a su red".

117. El Reglamento General a la Ley Especial de Telecomunicaciones Reformada establece un régimen de servicio universal, definido como "la obligación de extender el acceso de un conjunto definido de servicios de telecomunicaciones aprobados por el CONATEL a todos los habitantes del territorio nacional, sin perjuicio de su condición económica, social o su localización geográfica, a precio asequible y con la calidad debida".
  Para financiar los proyectos que se realicen en el marco del régimen de servicio universal, se estableció un Fondo para el Desarrollo de las Telecomunicaciones en Áreas Rurales y Urbano-Marginales (FODETEL).  Todos los proveedores de servicios de telecomunicaciones están obligados a depositar cada año el 1 por ciento de sus ingresos en el FODETEL, excepto los que suscribieron sus contratos antes que se estableciera esta obligación.

iii) Servicios financieros

a) Características generales

118. La contribución del sector de la "intermediación financiera" al PIB se elevó al 2,7 por ciento, comparado con el 3,1 por ciento en 1998.  A principios de 2004, los activos del sector financiero (excluyendo los activos del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social) se elevaban a casi 10.000 millones de dólares de los EE.UU.  El sector comprende 23 bancos comerciales, 4 bancos estatales de desarrollo, 31 cooperativas, 11 sociedades financieras y 6 asociaciones de ahorro y crédito (cuadro IV.6).  También existen 40 compañías de seguros y dos de reaseguros.  Los bancos comerciales representaron alrededor de tres cuartas partes del total de los activos del sistema financiero, seguidos muy de lejos por los bancos estatales de desarrollo, las cooperativas y las sociedades financieras.  Los activos de las compañías de seguros y reaseguros representan solamente el 3,6 por ciento de los activos totales del sistema financiero.

Cuadro IV.6

Estructura del sistema financiero, 1998 y 2004
	
	1998
	
	2004
	

	
	Número de entidades
	Activos (como porcentaje del total de activos del sistema financiero)
	Número entidades
	Activos (como porcentaje del total de activos del sistema financiero)

	Bancos privados
	40
	75,9
	23
	74,0

	
Nacionales
	36
	71,2
	21
	71,0

	
Extranjeros
	4
	4,7
	2
	3,0

	Banca pública
	4
	16,7
	4
	10,5

	Otras entidades financieras
	54
	5,1
	48
	11,9

	
Cooperativas
	25
	1,1
	31
	4,8

	
Mutualistas
	7
	0,8
	6
	2,6

	
Sociedades financieras
	22
	3,1
	11
	4,5

	Seguros y reaseguros
	42a
	1,8a
	42
	3,6

	Activos del sistema financiero (millones de $EE.UU.)b
	
	11.823
	
	9.516


a
Excluye los reaseguros.

b
Excluye el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social y otras instituciones de seguridad social.

Fuente:
Superintendencia de Bancos y Seguros y Fondo Monetario Internacional.
119. La profunda crisis económica de 1998-99 debilitó significativamente al sector, que a principios de 2005 aún no alcanzaba los niveles de activos previos a la crisis.  A finales de 2003, los activos del sistema financiero como proporción del PIB ascendían al 34 por ciento, nivel muy inferior al 51 por ciento del PIB registrado en 1998.  Asimismo, la crisis redujo drásticamente el número de instituciones financieras que operan en el Ecuador.  El número de bancos comerciales pasó de 40 a 23 entre diciembre de 1998 y marzo de 2004, mientras que el de las sociedades financieras se redujo a la mitad, de 22 a 11 (cuadro IV.6).  A marzo de 2004, 13 instituciones financieras cerradas a raíz de la crisis financiera de 1998-99 aún no habían sido liquidadas.

120. Las instituciones que sobrevivieron la crisis han debido adaptarse a un nuevo entorno, caracterizado por la introducción del dólar de los EE.UU. como moneda de curso legal a partir de 2000 (capítulo I 1) iv)).  Este nuevo entorno ha resultado en cambios importantes en la estructura del sistema financiero y la composición de los activos, principalmente del sector bancario.  En este contexto, las autoridades indicaron que la reducción del margen financiero impulsa a las instituciones financieras a aumentar su eficiencia.  Adicionalmente, los ingresos percibidos por operaciones especulativas del mercado de cambios han debido ser sustituidos por ingresos derivados de servicios diferenciados y de nuevos segmentos de mercado.  Las autoridades también señalaron que las instituciones financieras han debido orientar sus esfuerzos a fortalecer sus metodologías de evaluación de riesgos de crédito, liquidez y mercado.  

121. La determinación de la política general del sistema financiero, incluyendo la política de control y supervisión, es responsabilidad de la Junta Bancaria de la Superintendencia de Bancos y Seguros, compuesta por el Superintendente de Bancos y Seguros, el Gerente General del Banco Central, dos miembros designados por el Presidente de la República y un quinto miembro designado por los cuatro anteriores.  La Superintendencia de Bancos y Seguros es la entidad encargada de velar por la estabilidad, solidez y correcto funcionamiento de las instituciones sujetas a su control.  El funcionamiento del sistema de pagos es responsabilidad del Banco Central, que además está facultado para aprobar y dar seguimiento al presupuesto de los bancos estatales.  

122. En los últimos años, se han hecho importantes esfuerzos por reformar el marco jurídico e institucional del sector, primordialmente el marco prudencial.  En 2001, la Superintendencia de Bancos y Seguros adoptó una metodología de supervisión basada en el riesgo y desarrolló manuales de supervisión.  A principios de 2002, lanzó un plan estratégico que incluía un proceso de mejoramiento de la gestión de la institución.  Hacia finales de 2003, se adoptaron disposiciones relativas a los procesos de gestión de riesgos
 y a los comités de auditoría internos con que deben contar las instituciones del sistema financiero.
  Las autoridades indicaron que, a principios de 2005, la Superintendencia de Bancos y Seguros orientaba sus esfuerzos a implantar el sistema de administración de riesgos integral en las instituciones del sistema financiero.  Asimismo, buscaba establecer normas de transparencia para ser aplicadas por las instituciones financieras con respecto a las condiciones de sus operaciones activas y pasivas.

123. Las instituciones financieras sujetas a requisitos de encaje deben aportar el 1 por ciento de sus depósitos sujetos a encaje al Fondo de Liquidez Bancaria (capítulo I 1) iv)).

124. El Ecuador participó en las negociaciones sobre servicios financieros posteriores a la Ronda Uruguay y aceptó el Quinto Protocolo el 23 de diciembre de 1998.
  La Secretaría de la OMC no contó con información sobre el instrumento a través del cual fue ratificado el Quinto Protocolo.  En el marco de estas negociaciones, se comprometió a consolidar el régimen de servicios financieros que aplicaba en ese momento.

125. La Lista de Compromisos Específicos del Ecuador estipula lo siguiente:  "Desde el 3 de noviembre de 1995, por razones de política monetaria y de prudencia bancaria y financiera, no se pueden constituir ni establecer nuevos bancos, sociedades financieras, asociaciones mutualistas de ahorro y crédito para la vivienda, cooperativas de ahorro y crédito que realizan intermediación financiera con el público y compañías de seguros y de reaseguros, sujetas al control y vigilancia de la Superintendencia de Bancos.  Esta disposición se aplica por igual a nacionales y extranjeros".
  En el marco del presente Examen, las autoridades señalaron que la vigencia de esta medida concluyó en noviembre de 1998.
  Indicaron que en su lugar se establecieron requisitos mínimos no discriminatorios para la constitución de nuevas instituciones financieras.  Las autoridades confirmaron que a principios de 2005 no existía ninguna disposición que prohibiera la constitución de nuevas instituciones financieras o de sucursales de instituciones financieras extranjeras en el Ecuador.

126. Aparte de esta restricción, el Ecuador se comprometió a no someter el suministro transfronterizo, el consumo en el extranjero y la presencia comercial de la mayoría de los servicios bancarios y otros servicios financieros a limitaciones del acceso a los mercados o del trato nacional.  Los únicos sectores respecto de los que no adoptó estos compromisos fueron la participación en emisiones de toda clase de valores y el corretaje de cambios.

127. El Ecuador asumió compromisos con respecto a un amplio espectro de servicios de seguros, aunque con limitaciones.  El suministro transfronterizo y el consumo en el extranjero quedaron sin consolidar.  En el caso del suministro a través de presencia comercial, además de la restricción horizontal aplicable a todos los servicios financieros a que se hiciera referencia anteriormente, el Ecuador prohíbe el establecimiento de oficinas de representación e impone el requisito que el 50 por ciento del total de los sueldos y honorarios de las compañías de seguros extranjeras corresponda a empleados de nacionalidad ecuatoriana.
b) Servicios bancarios

Características generales

128. El sector bancario está altamente concentrado, ya que cuatro bancos dominan alrededor del 60 por ciento de los activos de los bancos comerciales:  Banco del Pichincha, Banco de Guayaquil, Banco Produbanco y Banco del Pacífico.  El Banco Central del Ecuador es propietario del Banco del Pacífico desde la crisis económica de 1998-99, aunque su gestión está en manos de administradores independientes.  Desde 1998, el número de bancos extranjeros pasó de cuatro a dos y la proporción de sus activos en el total de los activos bancarios se redujo del 4,7 por ciento al 3 por ciento.

129. A finales de 2004, el saldo de la cartera de créditos de los bancos comerciales ascendió a unos 3.580 millones de dólares de los EE.UU., casi el doble del monto registrado a finales de 1999.  El 63 por ciento del crédito estuvo dirigido al sector del comercio, seguido de las actividades de consumo (25 por ciento del total del crédito), la vivienda (9 por ciento) y las microempresas (3 por ciento).
  Al mismo tiempo se observa una importante mejora de la calidad de los activos desde la crisis de 1998-99.  La proporción de la cartera vencida y la cartera que no produce intereses en el total de los préstamos pasó del 39 por ciento en 1999 al 9 por ciento a finales de 2004.

130. El Ecuador cuenta con cuatro bancos estatales de desarrollo:  Corporación Financiera Nacional (CFN), Banco Nacional de Fomento (BNF), Banco del Estado (BEDE) y Banco Ecuatoriano de la Vivienda (BEV).  Sus actividades están enfocadas esencialmente al sector rural, la vivienda, la pequeña y mediana industria y el financiamiento de proyectos sociales de las provincias y los municipios (ver capítulo III 2) vi) y 3) v)).  La CFN y el BEV operan como bancos de segundo piso.  En septiembre de 2004, alrededor de una quinta parte de la cartera de crédito de estos cuatro bancos estaba vencida o no producía intereses.

131. Entre inicios de 2000, cuando se adoptó el dólar de los EE.UU. como moneda de curso legal y finales de 2003, se ha registrado una disminución de la tasa media ponderada de los depósitos del 8,4 por ciento al 4,01 por ciento y de la tasa media ponderada de los préstamos, del 15,57 por ciento al 10,23 por ciento.  Sin embargo, el margen entre las tasas activa y pasiva (6,22 por ciento) ha disminuido solamente un punto porcentual desde inicios de 2000 y continúa siendo relativamente elevado.  Las autoridades consideran que una de las causas fundamentales que explica el mantenimiento de márgenes relativamente elevados es la estructura de gastos de las instituciones financieras.

132. Según la Superintendencia de Bancos y Seguros del Ecuador, la relación entre el patrimonio técnico y los activos ponderados por riesgo de los bancos privados se ubicó en el 12,2 por ciento, nivel superior al mínimo legal del 9 por ciento.

Marco jurídico

133. La Ley General de Instituciones del Sistema Financiero y su reglamento
 son los principales instrumentos que rigen el sector bancario.  También forman parte del marco jurídico del sector las resoluciones que emite la Superintendencia de Bancos y Seguros, contenidas en la Codificación de Resoluciones de la Superintendencia de Bancos y Seguros y de la Junta Bancaria.

134. Las instituciones financieras públicas se rigen por sus propias leyes, aunque están sujetas a las disposiciones de la Ley General de Instituciones del Sistema Financiero relativas a la prudencia financiera y al control de la Superintendencia de Bancos y Seguros.

135. No se aplican restricciones legales al suministro transfronterizo o al consumo en el extranjero de servicios bancarios.  Tanto los bancos y demás empresas establecidas en el Ecuador como los residentes pueden realizar depósitos en bancos establecidos en el exterior o recibir préstamos de estos bancos.

136. La legislación no establece limitaciones relativas a la participación de los extranjeros en el capital de los bancos, tanto los existentes como los nuevos.  Un banco establecido en el Ecuador puede adquirir acciones de instituciones financieras establecidas fuera del Ecuador, previa autorización de la Superintendencia de Bancos y Seguros.  Un banco sólo puede participar en el capital de otras instituciones financieras, de empresas de seguros y de instituciones del mercado de valores (es decir, casas de valores y administradoras de fondos) que operan en el Ecuador si éstas forman parte de un grupo financiero encabezado por ese mismo banco.  Como cabeza de un grupo financiero, los bancos también pueden adquirir acciones de empresas calificadas como empresas de servicios auxiliares, por ejemplo empresas de transporte de valores, servicios de cobranza, cajeros automáticos e inmobiliarias.  De conformidad con la Ley General de Instituciones del Sistema Financiero, tales grupos financieros pueden estar compuestos por una compañía de seguros y reaseguros, sociedades de servicios financieros o auxiliares dedicadas a actividades diferentes y las compañías que operan en el marco de la Ley de Mercado de Valores.  En tal caso, el banco debe ser propietario de por lo menos el 51 por ciento de las acciones con derecho a voto de cada una de las entidades integrantes del grupo.

137. Los bancos pueden otorgar préstamos hipotecarios y prestar servicios de tarjetas de crédito y arrendamiento mercantil.  También están facultados para efectuar operaciones de divisas.  Pueden además llevar a cabo actividades de intermediación de valores o prestar servicios de seguros, pero solamente a través de una casa de valores o empresa aseguradora que sea parte de su mismo grupo financiero.
  Para suministrar servicios financieros nuevos, los bancos deben solicitar la autorización de la Superintendencia de Bancos y Seguros, que a su vez requiere la aprobación de la Junta Bancaria, previa opinión del Banco Central.

138. Los bancos extranjeros pueden establecerse en el Ecuador a través de subsidiarias, sucursales u oficinas de representación.  El procedimiento para constituir una subsidiaria de un banco extranjero está definido en la Ley General de Instituciones del Sistema Financiero y es el mismo que para constituir un banco con capital nacional.
  En ambos casos se requiere la autorización de la Superintendencia de Bancos y Seguros.  La decisión de la Superintendencia de Bancos y Seguros relativa a la autorización se basa en una evaluación de los siguientes factores:  antecedentes personales de los promotores para verificar su responsabilidad, probidad y solvencia económica;  factibilidad económica y financiera de la entidad a constituirse;  proyecto de estatutos y escritura pública de la entidad;  y certificado de integración del monto de capital aportado.  El monto mínimo de capital pagado que se requiere para constituir una subsidiaria de un banco asciende a 2.628.940 dólares de los EE.UU.  También se debe cumplir con el requerimiento de patrimonio técnico constituido, fijado en 7.886.820 dólares de los EE.UU.

139. Para establecer una sucursal, una empresa extranjera también debe obtener la autorización de la Superintendencia de Bancos y Seguros.  Además, debe demostrar que está establecida de conformidad con la leyes de su país de origen, facultada para crear sucursales y autorizada para operar en el Ecuador, tanto por la casa matriz como por la autoridad encargada de reglamentar el sector bancario en el país de origen.
  Finalmente, debe mantener un apoderado en el Ecuador de manera permanente.  El monto mínimo de capital pagado y del patrimonio técnico constituido es el mismo para establecer una sucursal de un banco extranjero que para una subsidiaria.

140. Para abrir una oficina de representación, un banco extranjero debe obtener la autorización previa de la Superintendencia de Bancos y Seguros.  Asimismo, el banco debe designar un mandatario en el Ecuador.  La solicitud de autorización está condicionada no sólo a los factores que se toman en cuenta al autorizara a las subsidiarias y sucursales, sino también a "la política de reciprocidad seguida por el país de origen de la institución representada".
  No se permite la captación de depósitos en el Ecuador a través de una oficina de representación, pero sí la colocación de fondos.

141. La Ley General de Instituciones del Sistema Financiero no establece límites con respecto al número de agencias que pueden establecer las subsidiarias o sucursales de bancos extranjeros en el Ecuador.  Para abrir agencias en el Ecuador se requiere la autorización de la Superintendencia de Bancos y Seguros.

142. La relación entre el patrimonio técnico de un banco y la suma ponderada de sus activos y contingentes debe ser superior al 9 por ciento.  Las instituciones del sistema financiero deben también constituir un fondo de reserva legal de por lo menos la mitad de su capital suscrito y pagado.

143. De conformidad con la Ley para la Transformación Económica, la tasa activa que aplican los bancos no puede exceder el nivel "tope" de 1,5 veces la tasa activa referencial del Banco Central (capítulo I 1) iv)).

c) Seguros

144. El sector asegurador comprende 42 compañías, 22 de las cuales operan en el ramo de los seguros de vida y generales, 11 en el ramo general y 7 en el de vida.  Dos compañías son reaseguradoras.  Las compañías de seguros y reaseguros disponen de 65 sucursales y 29 agencias en el Ecuador.  A finales de 2003 los activos del sector ascendían a 341 millones de dólares de los EE.UU.  Cuatro compañías cuentan con la participación de capital extranjero.

145. La actividad aseguradora ha venido creciendo aceleradamente en los últimos años.  Entre 1999 y 2003, las primas contratadas crecieron a una tasa media anual del 43 por ciento, situándose en 458 millones de dólares de los EE.UU. a finales de 2003.  Un 90 por ciento de las primas correspondieron a seguros generales, principalmente seguros de vehículos, incendio y transporte.  Catorce empresas absorben un poco más del 70 por ciento de las primas totales, aunque sólo una de ellas, Colonial, capta más del 10 por ciento del total.  Otras cinco empresas, Equinoccial, AIG Metropolitana, Bolívar, Interocéanica y Aseguradora del Sur, absorben cada una entre el 5 y el 10 por ciento de las primas.

146. El sector de los seguros se rige por la Ley General de Seguros
 y su reglamento general.

147. La Ley General de Seguros prohíbe la celebración en el Ecuador de contratos de seguros con empresas establecidas en el extranjero contra riesgos que puedan ocurrir en el Ecuador.
  La misma prohibición está en vigor con respecto a los contratos de seguros de casco de naves marítimas o aéreas con matrícula ecuatoriana y contratos de seguros de transporte de bienes importados al Ecuador.  Las autoridades indicaron que la contratación de servicios de seguros con empresas no establecidas legalmente en el Ecuador a través de Internet también está prohibida.  Cuando no existen empresas de seguros establecidas en el Ecuador que puedan asumir un riesgo determinado, el interesado puede contratar un seguro con una empresa domiciliada en el exterior, previa autorización de la Superintendencia de Bancos y Seguros.

148. Las empresas de seguros pueden contratar reaseguros con compañías establecidas en el Ecuador o en el extranjero.
  Sin embargo, las empresas de reaseguro establecidas en el extranjero que deseen llevar a cabo negocios en el Ecuador deben estar registradas en la Superintendencia de Bancos y Seguros.  El registro se emite automáticamente a las empresas que cumplen con los requisitos establecidos en la Resolución N° JB-2001-289 de la Junta Bancaria de la Superintendencia de Bancos y Seguros.

149. Las empresas de seguro extranjeras pueden establecerse en el Ecuador a través de subsidiarias o sucursales.  El procedimiento para constituir una subsidiaria de una empresa de seguros extranjera es el mismo que para constituir una compañía de seguros con capital nacional.  En ambos casos se requiere la autorización de la Superintendencia de Bancos y Seguros, que toma en cuenta los siguientes factores:  proyecto de contrato de constitución de la empresa que debe incluir el estatuto previsto;  estudio de factibilidad económico y financiero de la compañía a constituirse;  datos personales de los promotores y fundadores propuestos que permitan verificar su responsabilidad, probidad y solvencia económica;  y el documento que certifique la integración del capital suscrito y pagado.

150. El capital pagado mínimo para constituir una empresa de seguros en el Ecuador asciende a 460.000 dólares de los EE.UU. para las compañías que operan en todos los ramos de seguros generales o de vida.
  Para las compañías que operan en uno de los ramos de seguros generales el capital es de 197.177 dólares de los EE.UU. y para las compañías de reaseguros de 960.000 dólares de los EE.UU.  Adicionalmente, las compañías de seguros y reaseguros nuevas requieren un patrimonio mínimo de 3.943.410 dólares de los EE.UU.
  Las empresas de seguros deben mantener un fondo de reserva legal superior al 50 por ciento del capital pagado.
  Al final de cada ejercicio económico, deben destinar por lo menos el 10 por ciento de sus utilidades netas a la reserva legal.

151. Para establecer una sucursal en el Ecuador, las empresas de seguros extranjeras deben obtener la autorización de la Superintendencia de Bancos y Seguros, acreditar que han estado operando en su país de origen durante un período mayor a cinco años y que están facultadas para establecer negocios en el Ecuador.  La solicitud de autorización al Superintendente de Bancos y Seguros debe señalar el monto de capital asignado a la sucursal, que no puede ser inferior al capital exigido en la Ley General de Seguros.  Las sucursales deben también contar con un apoderado en el Ecuador.

152. Toda empresa de seguros necesita un certificado "específico" para operar en uno de los ramos de seguros que define la Ley de Seguros, a saber los seguros generales y los seguros de vida.  Las empresas de seguros nuevas no pueden operar en ambos ramos.  La Superintendencia de Bancos y Seguros es responsable de emitir dicho certificado.  Las compañías reaseguradoreas también requieren un certificado específico para operar.
153. No existen limitaciones respecto del número de agencias que puede abrir una compañía de seguros en el Ecuador.  La Ley General de Seguros no contempla la posibilidad que una empresa extranjera de seguros se establezca en el Ecuador a través de una oficina de representación.

154. La Ley General de Seguros estipula que las condiciones de las pólizas y las primas deben ser "el resultado del régimen de libre competencia del mercado de seguros".
  Sin embargo, las pólizas y las primas están sujetas a la autorización de la Superintendencia de Bancos y Seguros antes de su entrada en vigor.  Este requisito obedece principalmente a razones relativas a la protección del consumidor.  La Superintendencia de Bancos y Seguros no fija el nivel de las primas.

155. Aunque una empresa de seguros no puede ejercer actividades que no estén relacionadas con su objeto social, puede formar parte de un grupo financiero compuesto por un banco o una sociedad financiera o una corporación de inversión y desarrollo y sociedades de servicios financieros o auxiliares.

156. Las primas de seguros están sujetas a una contribución para la Superintendencia de Bancos y Seguros equivalente al 3,5 por ciento de su valor.

iv) Transporte marítimo

157. El Ecuador no adoptó compromisos específicos sobre los servicios de transporte marítimo en el marco del AGCS.  El Ecuador es miembro de la Organización Marítima Internacional y ha suscrito 20 convenciones en el marco de esta Organización.

158. El transporte marítimo desempeña una función fundamental en el comercio internacional del Ecuador.  Alrededor del 95 por ciento del comercio exterior, equivalente a unos 26,5 millones de toneladas, fue transportado por vía marítima en 2003.  El Ecuador cuenta con cuatro puertos principales (Guayaquil, Esmeraldas, Puerto Bolívar y Manta), que en 2003 manejaron un total de 8,56 millones de toneladas de carga internacional.  Existen además tres terminales petroleras (Balao, La Libertad y el Salitral), a través de las cuales se exportaron 15,73 millones de toneladas en 2003 y 17 terminales privadas.

159. La flota mercante y pesquera del Ecuador consiste de 1.327 naves, de las cuales un 80 por ciento corresponde a naves de pesca.  El 6 por ciento está compuesto por naves petroleras y de carga y el resto por naves turísticas.  Existen dos compañías navieras estatales, Flota Petrolera Ecuatoriana (FLOPEC) y Transportes Navieros Ecuatorianos (TRANSNAVE).

160. La Conferencia de las Naciones Unidas para el Comercio y el Desarrollo estima que, en 2000, el costo de los fletes representó el 9,8 por ciento del valor de las importaciones c.i.f. del Ecuador, nivel levemente superior a la media de los países de América Latina y el Caribe.

161. Las principales normas que regulan el transporte marítimo están contenidas en el Código de Policía Marítima, la Ley General de Puertos
, la Ley General de Transporte Marítimo y Fluvial
, la Ley de Facilitación de las Exportaciones y del Transporte Acuático
, la Ley de Fomento a la Marina Mercante Nacional
, la Ley de Fortalecimiento y Desarrollo del Transporte Acuático y Actividades Conexas
, el Reglamento de la Actividad Marítima
, el Reglamento General de la Actividad Portuaria
 y el Reglamento de Servicios Portuarios.
  El organismo encargado de formular las políticas para el sector es el Consejo Nacional de la Marina Mercante y Puertos, compuesto por el Ministro de Defensa y los delegados de los Ministerios de: Comercio Exterior, Industrialización, Pesca y Competitividad;  Relaciones Exteriores;  Economía y Finanzas;  y Obras Públicas.  También forman parte del Consejo la Secretaría Nacional de Planificación, la Comandancia General de Marina, la Primera Zona Naval y la Dirección General de Intereses Marítimos.  La entidad responsable de ejecutar las políticas naviera y portuaria es la Dirección General de la Marina Mercante y del Litoral.

162. A partir de 1993, se iniciaron una serie de reformas encaminadas a aumentar la participación de las empresas privadas en las actividades portuarias.  En este contexto se adoptó el Reglamento General de la Actividad Portuaria, que estipula que los puertos comerciales deben regirse por el modelo del "puerto propietario" (landlord), a través de la cual las entidades portuarias delegan la administración, mantenimiento y desarrollo de un puerto o una parte de un puerto a empresas privadas, que asumen los riesgos por las actividades e inversiones que realicen.
  Las entidades portuarias mantienen la propiedad formal de los puertos y son las responsables de supervisar el desempeño de las empresas privadas.

163. La administración, mantenimiento o desarrollo de un puerto o una parte de un puerto por una empresa privada requiere la obtención de un permiso o una concesión emitido por la entidad portuaria correspondiente.  Los permisos y concesiones sólo pueden adjudicarse a través de una licitación pública.  Las autoridades indicaron que dichas licitaciones están abiertas a empresas privadas de capital extranjero, independientemente de su domiciliación.

164. Los permisos habilitan a una empresa privada a ocupar y explotar, en forma privativa, determinadas áreas e instalaciones existentes para prestar servicios portuarios.  Los permisos se otorgan por un plazo máximo de cinco años, y pueden ser revocados por la entidad portuaria en cualquier momento por razones de "necesidad o planificación portuaria".

165. Por otro lado, las concesiones conllevan no sólo la ocupación y explotación privativa de determinadas áreas o instalaciones, sino también su rehabilitación o ampliación, y generalmente se otorgan por un plazo de 20 años.  El Reglamento General de la actividad Portuaria permite que se otorguen derechos exclusivos a la prestación de servicios portuarios como parte de una concesión.

166. El Reglamento General de la Actividad Portuaria también contempla la emisión de autorizaciones, que permiten a las empresas privadas prestar un servicio portuario en un área que no ha sido objeto de concesión o permiso y por lo tanto sigue siendo administrada por la entidad portuaria.  Para obtener una autorización, las empresas privadas deben estar previamente matriculadas en la Dirección General de la Marina Mercante y del Litoral.  Las autorizaciones se emiten de manera automática por los puertos a las empresas que cumplen con todos los requisitos definidos en el Reglamento de Servicios Portuarios.  Las autorizaciones se otorgan por dos años con posibilidad de prorrogables.  Las autoridades señalaron que no existen restricciones al otorgamiento de autorizaciones a las empresas de capital extranjero.

167. El puerto de Esmeraldas fue concesionado en agosto de 2004 a un consorcio extranjero.  También fue concesionada una terminal del puerto de Guayaquil.  Los puertos de Manta y Puerto Bolívar, y las tres terminales petroleras, permanecen en manos de las respectivas entidades portuarias estatales.

168. La Ley de Facilitación de las Exportaciones y del Transporte Acuático reserva el transporte acuático interno de carga y pasajeros a naves de bandera ecuatoriana.
  Sin embargo, La Dirección General de la Marina Mercante y del Litoral puede, "en casos de excepción" otorgar a empresas navieras nacionales la autorización para arrendar o fletar a casco desnudo o buques de otras banderas.
  Los casos de excepción abarcan las siguientes situaciones:  insuficiencia temporal de la capacidad de transporte;  pérdida total o estructural de un buque;  reparaciones mayores a un buque por más de seis meses;  transporte de productos especializados;  necesidades relativas a la seguridad nacional.

169. El transporte de hidrocarburos desde y hacia el Ecuador está reservado a las empresas navieras nacionales en las que el Estado tenga una participación de por lo menos el 51 por ciento en el capital.
  Existe una compañía naviera estatal dedicada al transporte de hidrocarburos (FLOPEC).  Respecto de todas las demás mercancías, no se imponen requisitos para usar proveedores exclusivos de servicios marítimos.  No existen límites al valor total o al número de las operaciones de servicios de transporte marítimo.  Los convenios de distribución de carga, de división de utilidades u otros que celebren las empresas navieras del Ecuador deben ser registrados en la Dirección General de la Marina Mercante y del Litoral.  Sin embargo, el Consejo Nacional de la Marina Mercante y Puertos puede establecer restricciones transitorias contra buques de otros países si dichos países no otorgan reciprocidad.

170. La Decisión 390 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena, que modificó algunos artículos de la Decisión 314
, establece los mecanismos para que el Ecuador y los demás países miembros de la Comunidad Andina puedan actuar de manera conjunta frente a terceros países que incurran en acciones discriminatorias contra empresas de transporte marítimo de algunos de los países miembros.
  El procedimiento para la aplicación del principio de reciprocidad a un tercer país o grupo de países en el transporte marítimo en la subregión se adoptó por la Resolución N° 422 de la Junta del Acuerdo de Cartagena.  Ninguno de los países miembros de la Comunidad Andina han solicitado que se impongan medidas de restricción total o parcial en el marco de la normativa andina.
171. No se concede trato preferencial a las navieras nacionales en la aplicación de derechos portuarios o derechos de servicios portuarios.  El Ecuador no concede trato preferencial a ningún país en lo que respecta al suministro de servicios de transporte marítimo y portuarios, o al acceso a las instalaciones portuarias y el uso de las mismas.  La tripulación de las naves de bandera ecuatoriana debe estar compuesta por nacionales ecuatorianos.
  La Dirección General de la Marina Mercante y del Litoral puede autorizar la presencia de personal extranjero en una nave de bandera ecuatoriana "por razones técnicas u operacionales justificadas", excepto en el caso de los capitanes.  

172. Con arreglo a la Ley de Régimen Tributario Interno, el transporte fluvial y marítimo de personas y mercancías nacional e internacional está exento del IVA (capítulo III 1) v)).  Asimismo, para impulsar la modernización, reactivación y desarrollo del transporte acuático y la construcción naval, el Ecuador exenta del IVA los siguientes bienes y servicios adquiridos por empresas de transporte acuático, astilleros y asociaciones y cooperativas pesqueras debidamente calificadas:  buques y embarcaciones de menos de 10 años, tanto importados como de producción nacional;  equipo de pesca, motores, maquinaria, repuestos y equipo de navegación importados;  construcción, mantenimiento y reparación de embarcaciones;  y el fletamento a casco desnudo.
  Las importaciones de los bienes exentos del IVA tampoco pagan los derechos arancelarios.

v) Transporte aéreo

173. En el marco del AGCS, el Ecuador se comprometió a no someter el consumo en el extranjero y la presencia comercial respecto de los servicios de reparación y mantenimiento de aeronaves a limitaciones del acceso a los mercados o del trato nacional.  No incluyó ningún otro sector relativo al transporte aéreo en su lista de compromisos específicos.

174. Entre 1998 y 2004, el tráfico internacional de pasajeros ascendió, en promedio, a 1,68 millones de pasajeros por año y el de carga a 155.190 toneladas.  Entre 1998 y 2004, el número de pasajeros de vuelos internacionales creció a una tasa media anual del 6,1 por ciento y el volumen de la carga transportada en vuelos internacionales a una tasa media anual del 4,4 por ciento.  Los puntos de entrada o de salida del Ecuador de prácticamente todos los pasajeros y carga de vuelos internacionales regulares son los aeropuertos de Quito (Mariscal Sucre) y Guayaquil (Simón Bolívar).  Además de estos dos aeropuertos, el Ecuador cuenta con otros dos aeropuertos internacionales y 29 aeropuertos nacionales.
175. La principal aerolínea nacional, Transportes Aéreos Militares del Ecuador (TAME), es propiedad del Estado.  También operan las siguientes aerolíneas nacionales privadas:  Icaro, Vipsa y Aerogal.

176. Las principales normas que regulan el transporte aéreo son el Código Aeronáutico
, la Ley de Aviación Civil
, el Reglamento de Concesiones y Permisos de Operación
, el Reglamento del Registro Aeronáutico Nacional del Ecuador
 y el Reglamento para el Servicio de Transporte Aéreo No Regular.  También forman parte del marco jurídico en esta área el Convenio de Chicago y la Decisión 582 de la Comisión de la Comunidad Andina.

177. La formulación de la política aeronáutica recae en el Consejo Nacional de Aviación Civil, organismo compuesto por un representante del Presidente de la República, el Comandante General de la Fuerza Aérea, el Ministro de Relaciones Exteriores, el Ministerio de Comercio Exterior, Industrialización, Pesca y Competitividad, el Ministro de Turismo y representantes de las empresas nacionales de aviación, las cámaras de producción y de la federación de cámaras de turismo.  La Dirección General de Aviación Civil, entidad adscrita a la Presidencia de la República, es responsable del control técnico y operativo del sector.

178. El Código Aeronáutico estipula que el suministro de servicios de transporte aéreo requiere un derecho otorgado por el Estado.
  Los servicios aéreos nacionales sólo pueden ser explotados por personas naturales ecuatorianas o por personas jurídicas constituidas en el Ecuador, ya sea con capital nacional o extranjero.

179. Los derechos para prestar servicios de transporte aéreo se otorgan a través de concesiones o permisos.  Las concesiones se otorgan a  empresas constituidas en el Ecuador con capital nacional o extranjero para la prestación de servicios aéreos nacionales o internacionales, regulares o no regulares.  Las empresas extranjeras que no están constituidas en el Ecuador pueden solicitar un permiso para la prestación de servicios internacionales regulares o no regulares.  Las concesiones son válidas por cinco años, mientras que los permisos por tres.  Ambos son prorrogables y no transferibles, excepto con la autorización del Consejo Nacional de Aviación Civil.  Al solicitar un permiso, las empresas extranjeras deben comprometerse a domiciliarse en el Ecuador en caso que su solicitud sea aprobada.
  Los requisitos que deben cumplir las empresas que deseen obtener un permiso están definidos en el Reglamento de Concesiones y Permisos de Operación para la Explotación de Servicios Aéreos en General.  El Código Aeronáutico estipula que los permisos y concesiones no pueden otorgar el derecho exclusivo a suministrar ningún servicio.

180. Corresponde al Consejo Nacional de Aviación Civil otorgar los permisos y concesiones para operar servicios de transporte aéreo regulares y no regulares, nacionales e internacionales.  Asimismo, para operar un servicio de transporte aéreo se requiere un certificado de operación, que emite la Dirección General de Aviación Civil al constatar que el solicitante está equipado para realizar "con seguridad y eficiencia" las operaciones para las cuales ha solicitado un permiso o concesión.

181. Hasta 2000, el otorgamiento de permisos a empresas extranjeras para operar servicios aéreos internacionales se regía exclusivamente por el principio de reciprocidad real y efectiva, de conformidad con los tratados o convenios bilaterales.  Actualmente, el otorgamiento de permisos se rige por el principio de "reciprocidad flexible", definido como "el derecho a realizar servicios de transporte internacional de pasajeros y carga desde y hacia el Ecuador, siempre que se otorguen derechos equivalentes a empresas de transporte ecuatorianas por parte de la autoridad competente del Estado de bandera al que pertenezcan las aerolíneas solicitantes".
  En el marco del principio de reciprocidad flexible, se permite el otorgamiento de un derecho para explotar un servicio de transporte aéreo a una empresa extranjera proveniente de un país que no haya suscrito un convenio en materia aeronáutica con el Ecuador.  Sin embargo, el Reglamento de Concesiones y Permisos de Operación para la Explotación de Servicios Aéreos en General estipula que dichas empresas deben acompañar su solicitud de permiso de "una constancia escrita de que su gobierno está anuente a conceder similares derechos a una aerolínea ecuatoriana".
  A principios de 2005, una aerolínea (CARGOLUX) había obtenido un permiso de operación para prestar servicios de transporte aéreo internacional de carga en el marco del principio de reciprocidad flexible.

182. El Ecuador ha suscrito instrumentos bilaterales en materia de transporte aéreo con 21 países:  8 países de Sudamérica, 6 países de Europa, 1 país del Caribe y 6 países de Centro y Norteamérica.  Además, el Ecuador, junto con los demás miembros de la Comunidad Andina, adoptó la Decisión 582
, a través de la cual los miembros se comprometieron a concederse mutuamente el derecho de embarcar pasajeros y carga en un país distinto del de la nacionalidad de la línea aérea, con destino a otro país de la Comunidad Andina, también distinto del de la nacionalidad del transportista (derechos de tráfico de quinta libertad).  Este derecho también se concede para operar vuelos no regulares de pasajeros, siempre y cuando no existan servicios aéreos regulares entre los puntos para los cuales se concede el derecho.  La Decisión 582 prevé que los países miembros de la Comunidad Andina se concedan derechos de tráfico de quinta libertad para los vuelos internacionales no regulares de carga entre los países miembros y terceros países.

183. Los precios que cobran las aerolíneas por el transporte de pasajeros no están regulados.  Estos precios deben ser registrados en la Dirección General de Aviación Civil.   La Dirección General de Aviación Civil fija las tarifas mínimas para el transporte de carga nacional y el transporte de carga internacional originado en el Ecuador.  Las aerolíneas pueden cobrar cualquier precio por encima de la tarifa mínima, y deben registrarla en la Dirección General de Aviación Civil.  Actualmente la tarifa mínima para el transporte de carga nacional asciende a 0,25 dólares de los EE.UU. por kg (0,52 dólares de los EE.UU. por kg para la carga transportada desde y hacia la Provincia de Galápagos), y para el transporte de carga internacional a 0,15 dólares de los EE.UU. por kg.

184. No existen requisitos para el uso de proveedores de servicios nacionales en el transporte aéreo.

185. La Ley de Aviación Civil estipula que la construcción, operación y mantenimiento de los aeropuertos y aeródromos civiles corresponde al Estado.
  A través de una licitación, el Estado puede delegar a empresas privadas, nacionales o extranjeras, el mantenimiento, desarrollo o construcción de aeródromos y aeropuertos.
  De conformidad con la Ley de Aviación Civil, el Presidente de la República puede autorizar a los municipios a construir, administrar y mantener aeropuertos.
  Los municipios debidamente autorizados pueden realizar estas actividades directamente o delegarlas a empresas privadas.

186. La operación y administración de los aeropuertos principales de Quito y Guayaquil, y la construcción de un aeropuerto nuevo en cada ciudad, ha sido transferida a los respectivos municipios.
  En el caso del Aeropuerto Internacional Mariscal Sucre, el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito adjudicó la operación del actual aeropuerto y la construcción y operación de uno para remplazarlo, a un consorcio de empresas de capital mayoritariamente canadiense, a través de una concesión de un plazo de 35 años.

187. Para realizar cualquier actividad "conexa" (por ejemplo, recepción, atención y despacho de pasajeros y aeronaves o reparación y mantenimiento de aeronaves), se requiere un permiso de operación emitido por la Dirección General de Aviación Civil.  Para solicitar estos permisos las empresas pueden ser de capital nacional o extranjero, pero deben estar domiciliadas en el Ecuador.  Actualmente el Estado cuenta con participación accionaria en dos compañías de servicios conexos, una con actividades en los aeropuertos de Quito, Guayaquil y la otra en el aeropuerto de Latacunga.  A principios de 2005, se habían otorgado 72 permisos de operación para actividades conexas.

188. La Ley de Aviación Civil estipula que el personal de toda empresa, nacional o extranjera, "con centro de operaciones y mantenimiento en el Ecuador" esté constituido por ciudadanos ecuatorianos.
  Se permite la contratación de personal extranjero sólo cuando se acredite ante la Dirección General de Aviación Civil, "de manera fehaciente", que no existe personal técnico ecuatoriano habilitado y disponible.
  En estos casos, la ley obliga a las entidades que contraten personal extranjero a "dar el debido entrenamiento al personal ecuatoriano que sustituirá [al personal extranjero], dentro del plazo que fije la autoridad aeronáutica para cada caso".

189. En el marco del presente Examen, las autoridades indicaron que el Estado no otorga subvenciones a ninguna empresa del sector del transporte aéreo.

190. El transporte aéreo internacional de carga está exento del IVA.  En cambio, el transporte aéreo nacional de carga está sujeto al IVA, excepto el de carga desde y hacia la provincia de Galápagos (capítulo III 1) v)).
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